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Excmo. Sr.: 

En diffcil situación pone hoy al Fiscal general de la 

Reptibliea el deber de redactar esta Memoria. Ha sido 

honrado inesperadamente con el cargo, por la confianza 

del Gobierno, en fecha tan reciente y en monientos tales, 

que a 19 premura del tiempo, únese el apremio de múlti- 

ples y urgentes 

meditación indis 

I 

1 

iigno, a 

morias c 

unqae r 

on que i 
.. - 

nodesto 

sus ante 
e. . 

les para impedir 

:S a un trabajo ( 

, en la brillante 

cesores han en! 

serie dc 

.iquecidc 
. . tura jurídica. conriaaamente espera que raies circunstan- 

cias le sean tomadas en cuenta para disculpar sus defi- 

ciencias. 

Ha de cumplir, pue: n forzoso 

apresuramiento que le impone limitaciones extremas en el 

tema y en su desarrollo, tanto más sensibles cuanto que 

estamos viviendo un momento histórico de tan amplias 

:r con U 

:udio y la 

)ase lugar 

2 las Me- 

) la litera- 

perspecl :n juridico, como el que se nos 

ofrece por consecuencia del cambio de régimen político 

de la Nación. 

El tema, de indudable importancia y actualidad, de 

que concretamente voy a tratar, es el  restablecimiento 

del Jurado y la reforma de su ley orgánica,. 

Treinta y cinco años de vigencia llevaba en España la 



institución del Jurado cuando, a pretexto de una suspen- 
sión temporal, fu6 de hecho suprimida por la Diotadura. 

4Habia arraigado tal institución en nuestra vida jurldica? 
A pesar de los reconocidos defectos de su funcionamien- 
to, no vacilo en contestar afirmativamente a esta pregun- 
ta, añadiendo que, al hacerlo, no expreso solamente un 

juicio personal, ni siquiera una opinión que no hayan com- 

partido varios ilustres predecesores mios, que desempe- 

ñaron el cargo bajo el régiineii monárquico. 
En la Memoria corres~ondiente al año 1923, el Fiscal 

del Tribunal Supremo 1 i resuelt la subsis- 

tencia del Jurado, oponiéndose al propósito, .que por en- 
tonces se  manifestara, de sustraer a su conocimienta los 
delitos terroristas. Y,  al resumir las Memorias de los Fis- 

pocos 1 

l e  procl 

cales de las Audiencias, decia: .Son hoy muy os 

que rechazan el Jurado como institución; lo qi a- 

man los miis e s  la necesidad de reformas sustanciales en 
la ley para su eficaz f~incionamiento~. Cito este ejemplo, 

no porque sea único en la defensa del Jurado en las Me- 
morias fiscales, sino por lo significativo de la coinciden- 

cia de su fecha con el golpe de Estado, implantador de la 
Dictadura, que había bien pronto, no de reformar la ley, 

sino de suprimir la institución. 
La vieja y constantemenk renovada polémica sobre 

ias ventajas e inconvenientes del Jurado, ha versado 

siempre alrededor de su apreciación-desde dos diversos 

puntos de vista: el de la técnica juridica,y el de los prin- 
----d: 

cipios político-sociales de la Democracia. -1' 



Desde este último punto de vista, la razón de ser del 

Jurado emana del derecho de la sociedad a participar en 

el ejercicio de todos los poderes y funciones del Estado; 

es una consecuencia natural de la ciudadanía y represen- 

ta la intervención de los ciudadanos en la función judicial, 

como el sufragio representa su intervención en la función 

legislativa. 

Desde el punto de vista de la técnica procesal, aléga- 

s e  en contra del Jurado la ineptitud de !os iletrados para 

la función de juzgar, derivada, no sólo de  la ignorancia 

-de algunos y de la falta de preparación de los más, sino 

también de la impresionabilidad colectiva, facil a la suges- 

tión de los estados de opinión irreflexivos y apasionados 

en quienes circunstancialmente son llamados a juzgar, sin 

sentirse asistidos del sentimiento del deber y de los esti- 

mulos de amor propio que crea en el Magistrado el ejer- 

cicio permanente de aquella función. 

No puede desconocerse la posibilidad, ni aun la reali- 

.dad, en algunos casos evidente, de lamentables errores 

debidos al influjo de movimientos pasionales del ánimo 

popular; pero ni cabe elevar a la categoría de generalidad 

hechos particulares aislados, ni fundar en ellos la conde- 

nación total y absoluta de la institución del Jurado. Cuan- 

d o  el error es grave y manifiesto, la ley da el medio de 

.corregirlo: la remisión de la causa a nuevo Jurado por 

.acuerdo unlinime del Tribunal de Derecho. 

Lo que no puede admitirse es  la ineptitud genérica de 



los Iletrados para juzgar. El juicio que a los Jurados se en- 

comienda, o sea la declaración de su convicción intima 

sobre los hechos sometidos a su apreciación, estB al al- 

cance de la generalidad de los hombres, tengan o no co- 

nocimientos juridicos, puesto que no han de entrar a ca- 

lificar el delito ni a discernir la pena En los casos en que 

la apreciacidn de los hechos haya de fundarse en el re- 

sultaclo de una prueba que exija conocimieritos técnicos 

de otra indole, ninguna dificultad se ofrecerá cuando el 

dictamen de los peritos llegue a conclusiones precisas y 

terminantes; mas si fuesen éstas confusas e inciertas, 

jserá menor la perplejidad de un Tribunal de Derecho que 

la de los Jueces populares? No son, pues, los conoci- 

mientos técnicos indispensables para hacer justicia en la 

esfera que al Jurado corresponde. 

En nada afectan a la esencia de la institución, sino a 

la ley reguladora de su funcionamiento, otros defectos 

achacados al Jurado. Año tras año, durante todo el tiem- 

po de la vigencia de la ley de 1858, vinieron los Fiscales 

señalando detalladamente sus imperfecciones y pidiendo 

la corrección de éstas, s in  que fuesen acometidas las re- 

formas adecuadas. 

Lógica consigo misma fué la Dictadura al suprimir el 

Jurado. Es ésta una institucidn que tiene s u  fundamento 

en el ejercicio de la ciudadanía en los pueblos democráti- 

camente organizados. No podia subsistir en tin régimen 

basado tan sólo en la autoridad y la fuerza, aunque gus- 



I manife 
tara a tratos d e  ~proclamafise sustentado por la voluntad d e  

un puebl le no consentie atarla en forma 

alguna. 

'Una de  las primeras disposiciones del Gobierno pro- 

visional de  la RepBblica, en el orden judicial, ha sido el 
restablecimiento del Jurado, no limittindose a poner de  

nuevo en vigor su ley reguladora, sino introduciendo en 

ella importantes reformas, que tienden a corregir manifies- 

tos errores y evitar abusos a que ellos dieron lugar. 

Refierense las reformas hechas a los siguientes pun- 

tos: Eliminación de algunos delitos d e  la competencia del 

Jurado; coinposición del Tribunal; pago de  indeninizacio- 

nes; sanci81i por inasistencia; responsabilidad en caso de  

soborno; alcance de  las preguntas dirigidas al Jurado; in- 

tervención de  éste en la apreciación de la pena impuesta; 

limitación de  las recusaciones; supresión del resuiiien pre- 

sidencial; intervención de  la mujer en el Jurado para juz- 

gar los delitos pasionales. 

Un ligero examen de  cada una bastara para poner de  

relieve su im~ortancia. 

biiiiiiiiaLiuii u= aiyusiOS delirva ur? Ja COiiipc~cii~ia 
le1 Jurado 

Los delitos eliminados son los d e  falsificación, false- 

dad y d )S motivos de  esta reforma aparecen ex- 

puestos en el preámbulo del Decreto con tal precisión 
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que excusa el comentario. El Jurado se  ha mostrado con 

repetición poco sensible a la trascendencia de las falsifl- 

caciones contra la facilidad de las transacciones comercia- 

les y en daño casi siempre de los más humildes. El carác- 

ter eminentemente tCcnico y juridico de los elementos 

esenciales del delito de falsedad, exige una sutil percep- 

ción de los actos ocasionales y formales que delimitan 

esa figura penal de la falsedad civil y de la inexactitud sin 

gravedad jurídica. La supervivencia de antiguos prejui- 

cios podría retardar la obra de la civilización actual, en-  

caminada a suprimir el duelo de las prácticas sociales. 

Composición del Tribunal 

S e  ha reducido a ocho el número de jurados que han 

d e  formar el Tribunal, en lugar de los doce que fijaba la 

ley de 1888. Habiase propuesto alguna vez esta reforma 

con vista a facilitar el funcionamiento del Jurado, sin de. 

trimento de su eficacia, y asf ha sido aceptada. 

Extremo de mayor trascendencia, que ha sido muy 

discutido, es el de si deben conocer de cada causa los ju- 

rados del mismo o de otro partido judicial. Adúcese en 

favor de la primera opinión el más exacto conocimiento 

de las personas, los hechos y los lugares y de todas sus 

circunstancias; en pro de la segunda, la conveniencia de 

evitar el influjo de las pasiones locales en el ánima de los 

.uzgadores. Atendibles y dignos de consideración ambos 



pareceres, segdn sus respectivos puntos de vista, el De- 

creto de reforma ha logrado armonizarlos con plausible 

acierto. Los jurados serAii, por regla general, del (partido 

judicial de qLie proceda la causa; mas si el Tribunal de 

Derecho creyere que por el ambiente de pasión que rodea 

al proceso haya peligro de que se desvíe la justicia, po- 

dr8 acordar, a petición del Ministerio Fiscal, tratándose de 

partidos judiciales que no sean capitales de provincia ni 

poblaciones de.más de 50.000 habitantes, que los jurados 

e la misma provincia, d or- 

solución podrá adoptar! de 

remisión a otro Juradc ~ifiesto del 

veredicto. 

os por S 

S casos 

sean de 

teo. E 

: otros d 

igual re 

esignad 

;e en lo 

1 por er 

Pago de indemnizaciones a los jurados 

El retraso en el pago de la: 

3s recur 

i provin~ 

a sido, 

11 ejercic 

j dietas 

dar, un;  

e inden 

s de las 

1. El inc 

causas 

jividuo 

ries 

a los jurados h, de 

la resistencia a de 

modestc sos, que desde su pueblo acudió a la capi- 

tal de It tia a cumplir los deber1 irado, y al 

disponerse a regresar a su casa, una vez terminada su. 

misión, io podia cto- 

la indenlillLacluii, Luyu i i i i I - 'u i~e  tal v & ~  iicLsaiiaua ,,ara 

el viaje, marchaba protestandc Es- 

tado y con el propósito de eludir en otra ocasion ei cum- 

plimiento de aquel deber que tales contrariedadt sa- 



ba. Era necesavio corregir estas deficiencias de servicios, 

y así se ha hecho, disponiendo que los jurados reciban m 
el acto mismo de terminar el juicio la debida indemni- 
zación. 

Sanciones por inaslstencla y responsabilidad 
en caso de soborno 

S e  eleva Ih cuantía de las multas por falta de asisten- 

cia a los juicios sin causa justificada y se manda proceder 

por cohecho contra corruptores y corrompidos, cuando 

aparezcan indicios de soborno al que se hubiere someti- 

do el Jurado. 

A cance de  las preguntas dirigidas al Jurado 

Se ha rectificado en esta impor' nte materia un eviden- 

te defecto de la ley, que daba lugarafrecuentes incertidum- 

bres y vacilaciones en los veredictos. Debían los jurados, 

con arreglo al art. 2 . O ,  declarar sobre la culpabilidad o in-  

culpabilidad de los procesados y la concurrenciao no de cir- 

cunstancias modificativas de la penalidad. En armonía con 

este precepto, el art. 76 establecía la fórmula de la primera 

pregunta del veredicto: c iN.  N., es culpable...?. No cabe 

duda de que gramatical y juridicamente la culpabilidad 

implica responsabilidad. Al exigir, por tanto, a los jurados 

la declaración de culpabilidad o inculpabilidad, se  les re- 



mendabr 

o de coi 
. . 

1, en re 

ncepto j 
. . 

COI alidad, no una declaración de hecho, 

sin urldico, pugna c rácter y 

la naturaleza ae  ia misión oei i ri~unal popular. 

No era este, sin embargo, el espíritu de la ley, y lo 

prueba que su art. 72 disponía que, sin perjuicio de la 

cuestióii de culpabilidad o inculpabilidad, debia interro- 

garse a los jtirados, entre otros extremos, sobre la concu- 

rrencia de las circunstancias eximentes alegadas en el jui- 

cio De suerte que la declaración de culpabilidad hecha 

por el Jurado al contestar a la primera pregunta, no ex- 

ie al afr 

d, consa 

chía la posibilidad de declarar en otra la exención de res- 

ponsabilidad. Ee decir, qr ibuir la ley al Jurado la 

declaración de culpabilida graba una mera fórmula 

sin valor ni significación jurídica que nc gaba la 

cuestión de la responsabilidad. Mas en t 1 de los 

jurados no podia menos de producirse la confu 

ambos conceptos,. y de ahí que II 

negar que el procesado ejecutara un hecho de que se  de- 

!sión de 

iones a 

claró autor, ante el temor de que la afirmativa llel 

plícita una responsabilidad de que, en conciencia. it: CUII- 

sideraban exento. 

La inexactitud de la fórmula, ues culpable,, ha sido 

ahora corregida. En lo sucesivo se le preguntará al Jura. 

do sobre la participación de los acusados en la ejecución 

de las hechos y no sobre la culpa bilidad. 
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Intervención del Jurado en ia apreciación 
de la pena impuesta 

Es una innovación que, a la vez que irá tem- 

plar el rigor de los castigos con arregli concien- 

cia popular, ha de contribuir poderosamente a que el 

Jurado forme EU juicio sobre los hechos con espíritu mAs 

sereno y libre de preocupaciones. Aunque la ley pretenda 

que los Jueces de hecho prescindan en absoluto de la 

consideración de la pena que ha de derivarse de sus de- 

claraciones, no puede lograrlo en la práctica. Imposible 

sustraer al jurado a la idea de que su contestación afirma- 

tiva a las preguritas fundamentales del veredicto dará lu- 

gar a la imposición de un castigo, y él ansla conocer la 

importancia de este para atemperar su juicio a las conse- 

cuencias que ha de producir, y por eso inquiere, cuando 

no se  le ha insinuado, la extensión de la pena, a fin de es- 

timar, según su conciencia ,  la proporcionalidad de  

aquélla con el hecho delictivo. Muchos veredictos & 

inculpabilidad, que parecieron inexplicables, tienen su 

explicación en el temor a la imposición de una pena exce- 

siva. 

Pues bien; al Jurado se le someterá ahora, una vez 

pronunciada la sentencia por el Tribunal de Derecho, la 

cuestión de si juzga o no excesiva la pena impuesta, y en 

el caso de contestar afirmativamente, quedará instruído el; 



expediente de indulto. Los jurados se  sentirán más sere- 

nos y tranquilos al juzgar, sabiendo que se  someter5 tam- 

bié 

el I 

n a s u d  

rigor de 

Lim 

lecisión 

la pena 

un pron ento de 

recusaciones sin causa 

La reci 
--A re 

autoriz; 
--*-- 2. 

~sación sin expr : causa, ada por 

el arl .  JU de la ley, en el momento del surreo uefinitivo 

Pa n del Tribunal, c je los más gran- 
des abusos en el tuncionamiento del Jurado. S e  recusaba 
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Supresión del resumen presiueiicial 

atiiralez; 

ivas de 

iinportai 
l̂,.....̂ 4. 

ncia, y ( 

-.- ".,̂  

~regunta 

)SO, por 

de las a 

3licacidi- 

Divididas han estado las opiiiiones sobre la utilidad y 

eficacia del resuineii del Presidente de la Sección de Dc- 

recho. Más que conveniente, necesario consideran unos 

que después de los debates, que duran a veces varios 

dias, se  ofrezca a la consideracidn de los jurados un ex- 

tracto de las pruebas practic legaciones de 

la acusación y la defensa y I imparcial de 

la n, 3 de los hechos 

ficat la responsabilid 

drian pasar inadvertidas a la inexperiencia ae  los juraaos 

pruebas de lue tal 1 ejarían influir 

inds por la C I U L L I C I I L I ~  ~ U C  por la VCIULIU,  no habiendo 

quien, desinteresada y des2 damentt 3 ésta 

de relieve ante sus ojos. 

F resumen de innecesaric yoso. 

Inne~esariu. I J U I ~ U C  antes de hacerlo ha de pi~guilrarse a 

los j leran prc iyor instrucción sobre 

cualquiera de los puntos objeto dei juicio y debe acordar- 

se la que reclamasen si fuese posible; y ciiando lo: 

dos se dan por suficientemente instrufdos al conte 

la in  1 ,  es oci ustra- 

ción la influí en la 

conciencia de los jurados, daaa ia auroriaaa del funciona- 

rio que lo pronuncia y la casi imposibilidad de que éste 

oso ofre 

:ncia qu' . * 

:cedes r 
e puede 

, .. ~. 

itencias 

sin est . .  . 

naynr i l  

ejercer 

j jura-. 

:star a 



logre abstenerse de manifestar, aun contra su voluntad, 

sus personales opiniores y de indicar conceptos favora- 

bles a la acusación o la defensa, que, por ser las palabras 

finales y sin posible replica, han de  dejar una impresión 

más viva y reciente. 

En atención a estas consideraciones se ha suprimido 

el resumen presidencial. 

Inrenención de la mujer en el Jurado para juzgar 
los delitos pasionales 

Finalmente ha implantado la reforma una novedad de 

importancia al llamar a la mujer a Formar parte del Jurado 

en los delitos en que el móvil pasional sea el amor, los 

celos, la fidelidad u otro aspecto de las relaciones sexua- 

les y en que agresores o víctimas fueren de distinto sexo. 

En tales cnsos, el Jurado se compondrá por niitad de hom- 

bres y mujeres. 

. Con las breves indicaciones anteriores, basta para sig- 

nificar el alcance de las reformas estáblecidas en el fun- 

cionamiento del Jurado y (enaltecer el prop6sito en que se  

han inspirado. 

Más para que la institución alcance todo -el prestigio 

que corresponde a su misión, hay que purificarla aun de 

los vicios desarrollados al influjo de un ambirnte social, 

que ha permitido la burla de las leyes y ha malogrado 10s 
intentos de ejercicio de la ciudadanía. 



Todo en tal ambiente ha coadyuvado a hacer antipá- 

tico y odioso a la generalidad de los ciudadanos el des- 

empeño de la función de jurado. Por reprobables compla- 

cencias de los encargados de formar las primeras listas a 

las solicitaciones de la amistad o al peso de la influencia, 

la carga ha recafdo generalmente sobre los inás infelices 

con exclusión dr los más capacitados. El caciquismo sin 

freno ni pudor en los distritos rurales, ha hecho a los ju- 

rados campesinos víctimas de su presión brutal para librar 

a sus aliados de la acción de la justicia y tal vez desviar- 

la hacia los que se le mostraron rebeldes. El trato un tan- 

to desdeñoso que han solido recibir de quienes más de 

bieran infundirles el sentimiento de la dignidad de su mi- 

sión, les ha colocado en la situación enojosa de huéspe- 

des poco gratos allí donde les llamaba la ley para ele- 

varles a la categoría de juzgadores. 

En el periodo de renovación ahora iniciado con el cain- 

bio de régimen político del Estado, ha de atenderse deci- 

didamente, tanto como a la formación de las nuevas nor- 

mas legales, al mejoramiento de las costumbres públicas. 

Es preciso acabar con la insinceridad en el cumplimiento 

de las leyes mediante una acción enérgica, tenaz y vigi- 

lante que despierte y fortalezca el espíritii de ciudadanía 

en que han de asentarse en definitiva las instituciones de- 

mocráticas. 

Y he de terminar esta Memoria lamentando otra vez, 

como al principio, que la premura del tiempo y el apre- 



mio de  las atenciones del cargo me hayan impedido tra- 

tar otros temas de  excepcional importancia que ofrecen 

los momentos actuales, pero que requerían una medita- 

ción que no me ha sido posible dedicarles. 

Madrid, 15 de  Septiembre de 1931. 

Excmo. Sr.  Ministro de Justicia. 



A P E N D I C E  P R , I M E R O  

Memorias de los Fiscales de las Audiencias 



Resumen d e  las Memorias d e  )res  Fiscales d e  todas las  
Audiencias del territorio IWILIU~ICII ,  elevadas a esta Fiscalía 
en cumplimiento d e  los preceptos correspondientes del Es-  
tatuto del Ministerio Fiscal y d e  su  Reglamento. 

el estadc estas M La obligación de exponer en ) de la Ad- 
ministración de Justicia en los territorios ae  10s i riwnaies a que es .  
tbn adscritos, ha sido este año, como los anteriores, plena y perfec- 
tamente cumplida por los señores Fiscales de las Audiencias tcrrito- 
riales y provinciales. Estas exposiciones, que por precepto regla- 
mentario han de sujetarse a tratar de extremos predeterminados, 
idénticos todos los anos, ofrecen, en verdad, pocas ocasiones para la 
brillantez de que muchos, conscientes de sus propias aptitudes para 
lograrla, desearían dar muestras; y son, por ello, bastantes las Me- 
morias en que con perifrasis discretas se  hace notar lo árido de un 
trabajo en que han de consignarse forzosamente cosas ya dichas en 
anteriores aRos, incurriendo asi en repeticiones con dejos de rutina. 
Mas preciso es advertir que s61o contemplando en sucesivos perio 
dos de tiempo y en los distintos territorios los hechos de la vida 
judicial desde los rnisrnospirnfos de vista, puede lograrse la fina- 
lidad que mediante las Memorias de las Fiscalías se persigue, cual 
es la de que se muestren, en síntesis, los rasgos característicos que 
en cada período ofrecen los hechos numerosos, diversos y comple 
jos en que se realiza y concreta la Administración de Justicia; sinte- 
sis a la que no podría llegarse sin aplicar a la variedad de tales he- 
chos algunos criterios unificadores (formados empíricamente, y, por 
esto, mudables y perfectibles), que son precisamente los consignados 
en la pauta reglamentaria que, si opone obstáculos a expansiones 
jurfdico.literarias, probablemente interesantes y valiosas, garantiza 
en cambio un orden lógico, indispensable para la aportación e inter- 



pretacibn de los datos objetivos que la realidad ofrece. Por otra 
parte, sólo una excesiva modestia en los aiitores de las Memorias 
,puede regatearlas interés y niérito; y bitti] puede afirmarse que ni 
una sola carece de ellos; las hay, por el contrario, en este respecto 
verdaderamente notables, descollando entre todas, por el estudio 
.iriinucioso y completo de las diferentes cuestiones, y en especial la 
de las variaciones en la criminalidad (con diversos y curiosos gráfi- 
<os), la Memorid del Fiscal de San Sebastitin, Do Jose de Seijas. 

Como en el año anterior, este resumen se'liara siguiendo el orden 
del art. 84 del Reglamento, y sin consignar especialmente respecto 
 de cada Audiencia niás qiie aquello que ofrezca interés excepcional- 

Funcionamiento d e  las Audiencias 

En todas las Memorias s e  afirma la normalidad del funcionamien- 
t o  de las respectivas Audiencias, sin retrasos ni irregularidades; 
.únicamente el Fiscal de la de Valencia, sin hacer afiriiiaciones coii- 
cretas, insiníia la p i de que #pensiones no justifica- 
das y retrasos. 

osibilidai haya sus 

F,.,,,,,,,miento d e  los Juzgados d e  instruccidn y primera iris. 
tancla y d e  los Tríbunales industrialee 

Análoga normalidad existe, según las Memorias de los Fiscales, 
en la actuación de los Juzgados de primera instancia e instrucción y 
en la de los Tribunales industriales. Sin embargo, el Fiscal de Ca- 
ceres señala que es  deficiente la instrucción de los sumarios en los 
Juzgados de la provincia, con excepción de los de Hervás y Valen-' 
t i a  de Alcántara; el Fiscal de Alicante observa que es irregular, - 
sin duda, por las frecuentes interinidades, el funcionamientodel Juz- 
aado de Dolores; el Fiscal de San Sebastian, el de Zarnora y el 
d e  Ldrirla dicen en general que es  deficiente la instruccibn de los 
snmarios; igual afirmación hacen: respecto de tres Juzgados de la 
provincia, el Fiscal de León; respecto de los de la capital, y atri- 
buyéndolo al excesivo ndmero de asuntos, el Fiscal de Bilbao: 



respecto del Juzgado del distrito de la Magdalena, de la capital, el 
Fiscal de Sevilla; y respecto de todos los de la capital, y achacán- 
dolo al exceso de trabajo, el Fiscal de Valencia. 

El Fiscal de Madrid se  limita a decir que en la capital hacen 
falta más luz--'-- 

cibii 
Alg 
dnir 

Fisc 
casi 
que 

ncionamiento d e  los Juzg fados municipale 

:o de esti 
s, Zamor . ,.. 

5e limitan la mayoria de los Fiscales a consignar que no han .- 
do quejas relativas al funcionamieni s clase de Juzgados. 
unos Fiscales, como los de Cácere: .a, Pontevedra, Ba- 

- - , ~ z ,  Huesca, León, Almeria, Orense y La Loruña, expresan que 
tales Juzgados funcionan con grandes deficiencias; lo mismo dicen 
el Fiscal de Logroño, que exceptúa el de la capital, y el Fiscal de 
Granada, Que también exceptúa los de la capital y algunos otros. El 

:al de Valladolid dice que los Juzgados municipales funcionan 
siempre bien, y cuando no es  asi se debe más bien a ignorancia 

:ción reci 
:S de cier 

entemeni 
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ar los Jut 
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Existen e  unal les en Alicante, Almeria, Barcelona, Bil- 
bao, Gerona, uranada, Huesca, Jaen, La Coruña, Lérida, Logroño, 
Murcia, Medrid, Oviedo, San Sebastie ruel, Valen- 
cia, Vitoria y Zaragoza. 

Son unánimes las alabanzas de los lación y re- 
sultados de estos Tribunales y de las instituciones complementa- 
rias. 

En Sevil :stablecido y viene actuando el Tribunal para 
menores desae nace pr6ximamente dos meses, y el Fiscal de Valla- 
dolid anuncia que próximamente se contará con el supuesto indis- 
pensable para esta clase de Tribunales, el edificio de recogida, que 
s e  está instalando en los Pinares, merced principalmente a los es- 
f uei Excmo. Sr. Cardenal D. Remigio Gandásegui. 

, 
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remiten, por no haber habido nioditicación, a las explicaciones dadas 
en Memorias anteriores. Sigue reinando la equidad en fa distribu- 
cidn del trabajo entre Jefes y Auxiliares, y si alguna vez resulta, 
desigualdad en el trabajo, es en perjuicio de los primeros. lo cual 
habla muy alto en favor del espiritu con que los superioi 7. 

mostrar a los subordinados, con el ejenlplo, el camino del d 
Fiscales de Madrid y de San Sebastián llevan, además de ,ua i i ~ i u s  

reglamentarios, ficheros, mediante los cuales puede en cualquier 
momento comprobarse el estado de c~alquier asunto, iniciativa digna 
de tod" '-- 

.es s abe~  
eber. Lo! 
l.-.... l:l."... 

tos que 
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Los Fiscales de Alicante, Almeria, Badajoz, Barcelona, Bilbao, 
Burgos, Ciudad Real, Cuenca, Córdoba, Granada, Giiadalaiara, 
Huesca, Málaga, Lérida, Logroiio, Lugo, Orense, Pamplona, Sala- 
manca, San Sebastián, Santander, Sevilla, Teruel, Valladolid, Va- 
lencia, Vitoria y Zaragoza, exponen casos de los a que se refiere 
el epigrafe, dignos, desde distintos puntos de vista, de ser consig. i 

nados aquí; pero seria desmesurada la extensión de este trabajo, y 
el escoger algunos expuesto a error en la elección. Digamos sólo, 
como impresión de conjunto, que la realidad judicial, si suele ser en 
general monótona y uniforme, ofrece con relativa frecuencia interés 
excepcional que obliga a la observación y al estudio, evitando que 
los funcionarios aue auieran cum~lir  con su deber se  abandonen a la 
rutina, 
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lay anmenro general ae ia criminalidad en Barcelona, Laceres, 
iz, Gerona, Huest S Madrid, Santander, Valencia, Vito- 
Zamora y Zarago: 

Hay disminiicióri geiieidi en Almería (sobre todo en los delitos 
contra las personas y la propiedad); Avila (especialmente en los de- 
litos contra las personas y la libertad y seguridad, que no llega a 
compensar el ligero aumento en los hurtos y en los delitos contra el 
orden público); Burgos (en que, no obstante, han aumentado los des- 
acatos, los disparos sin causar lesión, los robos, las estafas y las 
imprudencias); Ciudad Real (a expensas de los delitos contra el or- 
den público, las falsedades, los homicidios y las imprudencias, con 
aumento, en cambio, de las lesiones menos graves); 1-Iuelva (sobre 
todo en los delitos contra las personas y la propiedad); Jaén (espe- 
cialmente en los delitos contra las personas, contra la honestidad y 
contra la propiedad); La Coruña, Las Palmas, León (en que el des- 
censo general se  sostiene, a pesar del aumento de los delitos contra 
el orden público, las falsedades y los homicidios, los daños y los 
hurtos, merced a la dismin~ición de las lesiones, de los robos y de los 
delitos contra la honestidad), Logroño y Tarragona (en que la dismi- 
nución general se  logra por la de las lesiones especialme~ite, no obs- 
tante el aumento de los hurtos y estafas y de los delitos contra la 
honestidad). 

En Albacete se  nota disminución en los delitos contra las perso- 
nas y aumento en las imprudencias y en los delitos contra la propie- 
dad. En Alicante han aumentado los delitos contra las personas y . 
contra la honestidad y han decrecido las imprudencias. En Castellón 
la delincuencia tiende a disminuir. En Córdoba han aumentado los 
delitos contrd las personas, la honestidad y la libertad y seguridad, 
y han disminuido los delitos contra la propiedad. En Cuenca se nota 
disminución en los robos v aiir las falsedades. En Granada 
descienden los homicidios y lo y aumentan las estafas y las 
imprudencias. En Lérida disminuyen ios incendios, las amenazas y 
coacciones y las estafas; pero aumentan los atentados, los parrici- 
dios, los homicidios, las lesiones, las violaciones, los robos y los 

\ hurtos.-En Murcid hay disminución en las falsedades y en los delitos 
contra las personas, la honestidad y la propiedad, y aumento en los 

nento en 
8s robos 
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delitos contra el orden público y contra los menores y de las impr, 
dencias. En Orense descienden los delitos contra las personas y la 
propiedad g atiiiieiitan los delitos contra el orden público, la libertad 
y la seguridad y la propiedad. En Pontevedra disminuyen los delitos 
contra el orden ptiblico, las personas y la propie as 
falsedades, y, sobre todo, las imprudencias. 

En las demás provincias, la delincuencia iJeiiriaiiwa C ~ L ~ L I O -  

nnria 
C n- 

cia, si se  tiene eii cuenta la natural tendencia de a C.lLLGl C.ll el 
mismo grado ~ i -  
dades y relac o- 
nes pesimista 

delincue 
,va,-.-" a" 

las a c t i ~  
conclusi 

naturale 
de los sumarios lo requiere, la inspecciún mediante testimonios, re- 
servándose la personal para casos excepcionales, porque de otra 
suerte se  requeriria, o aumento importante de funcionarios del Mi- 
nisterio Fiscal, o qiie los que hav abandonen trabajos inexcusa- 
,bles. 
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En general se  aprecia un gran porcenrale en las disconformic 
des; pero en la mayoría de los casos estas disconformidades se de- 
ben, no a divergencias en la calificacion de los hechos, de las cir- 



cno 
me1 
de ..-.. 

stancias y del gr 
.. . .  

encias ei . ... C L I ~  ado de participac 1 la 
fijación cuanhtativa de la pena, diferencias casi siempre debidas a la 
tendencia general en los Tribunales a aplicar en cada caso concreto 
el límite mlnimo posible de la sanción, para lo cual les ofrecía an- 
' campo el derogado Estatuto penal de 1928. Tendencia es la 

ncionada que da lugar a dudas acerca de si mediante la concesión 
iin arbitrio judicial amplio no se llegará a efectos perfectamente 

~ui~trarios a los que constituyrii la finalidad de ese arbitrio; esto es, 
que en vez de individualizarse la pena, se llep iariamente a ' 

aplicarla casi siempre en su grado mínimo. 

ena condicional 

,ase rutin 

a e  repite el casi unanrme juicio que en anos anteriores expresa- 
ban los Fiscales en pro de los beneficiosos resultados de esta simpá 
tica institución, sin perjuicio de que algunos (como los de Alicante 
y Cáceres), expongan su criterio, desfavorable al automatismo con 
que las Salas proceden en la aplicación de la condena condicional. 
Otros fiscales hacen notar que la derogación del Estatuto penal 
de 1928 implica una restricción-que debe evitarse-de los casos de 
suspensidn de la condena. 

Visitas a los establecimientos penitenciarios 

Se han practicado con regularidad en las capitales de Audiencia, 
y cuando ha sido posible también en algunas cabezas de partido, las 
visitas del Ministerio fiscal a los establecimientos penitenciarios. 

La impresión causada en los fiincionarios fiscales por esas visitas 
e s  en general favorable en todo cuanto se refiere a la actuación del 
personal que constituye el Cuerpo de Prisiones; no asi en lo relativo 
a las condiciones materiales de los locales, pues abundan los inade- 
cuados para el f in  a que se dedican. No obstante, se advierte aún en 
este aspecto un progreso considerable, y as{: el Fiscal de Burgos 
dice que está a punto de terminarse la penitenciaría modelo que ha 
de sustituir a la actual, deficientísima prisión central; el de Zarago- 



za elogia la nueva cárcel, que data de hace tres afios, y afirma que 
son de construcción reciente y apropiada las de Daroca y Calatayud; 
el de Cáceres califica como muy Suenas las c6rceles de Navalmoral 
dela Mata, Valencia de Alcántara y Garrovillas; el de Jaén dice lo 
mismr, de la cárcel de Ubeda, y encuentta aceptables las de Linares 
y Martos; el de Ciudad Real afirma que la prisión de Almodóvar 
del Campo es segura e higiénica; el de Murcia dice que son buenas 
las de la capital, asi como las de La Unión y Totana; el de Guadala, 
jara encuentra buena la prisión de la capital; el de Palencia dice que 
son buenas todas las de la provincia, excepto las de Baltanás y Fre- 
chilla; el de San SebastiBn afirma que es buena la de la capital, y la 
misma calificación hace el Fiscal de Santander del penal de Santoña; 
el de Teruel elogia las condiciones de las cárceles de partidos; e l  
de Tenerife la prisión de Icod; el de Huesca dice que son bastante 
buenas las carceles de la capital y las de Jaca, Boltaña, Sariñena, 
Fraga, Tamarite y Benabarre; el de León afirma que son buenas las 
de Valencia deDon Juan y Sahaglín, y bastante buenas las de As- 
torga y La Bañeza; el de Toledo dice que el penal de Ocaña es un 
establecimiento modelo, y el de Logroño elogia la cárcel, de cons- 
truccibn reciente, de la capital. Está terminada, 3 

inaugurado aíin, la nueva prisión de Segovia, y I- 

yendo nuevas cárceles en Sevilla y Huelva. 

aunque 
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no se  h; 
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Reformas en la legislación 

Los Fiscales de Huelva, Málaga, Palencia, San Sebastián, Avila, 
Córdoba, Teruel, Tenerife, Huesca, León, Almeria, Toledo, Sala- 
manca, Logroño, Orense, Granada, Pamplona y Madrid proponen 
reformas muy atinadas, por regla general, en las vigentes leyes ci- 
viles y penales, tanto sustantivas como adjetivas. Hacer una enume- 
ración de esas propuestas haría interminable este resumen; y nos li- 
mitaremos a citar, por parecernos las más interesantes: la de la ur- 
gente necesidad de restablecer la definición delictiva del hecho de 
tener o usar armas de fuego sin licencia, ya establecido en el Decre- 
to de 19 de Agosto último; la de establecer limites en las costas; la 
de aumentar los plazos para que las lesiones se conviertan de faltas 
en delitos, y aumentar tambien a los mismos efectos la cuantía d e  



los hurtos y de las estafas. la de sustraer del conocimie~ito del Jura- 
do los delitos cometidos por imprudencia, la de restablecer la defi- 
nición del delito de chantage, la de ampliar las penas que pueden ser 
objeto de suspensióti condicional, la de elevar la penalidad en las 
estafas del núm. 3." del art. 547 del Código penal, la de que desapa- 
rezca la rig~trosa tasa matemática de penas que constituye el sistema 
de dicho COdigo, la de que se  siiprima el trámite de instrucción como 
periodo procesal distinto del de calificaci6n y la de que se celebre 
el juicio cuando, de varios procesados en una causa, alguno no com- 
parezca, sin ~iecesidad de esperar a que se haga la declaracidn de  
rebeldla. 



Memorias de los Fiscales de los Tribunales pro- 
vinciales de lo Contencioso-administrativo 
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Dice el Fiscal provincial que en los pleitos contencios 5- 

trativos tramitados durante el año judicial no se ha presentado cues- 
tión alguna relacionada con el ~rocedin ca la con- 
signación y requiera la interpr 1 Tribunal 
Supremo. 

etación ( 

les admir 

..lude a los casos en que se declaran lesivos por lo, ,,,,,,a- 
mient dos de Corporaciones anteriores. 

L; jición de los Tribunales de esta ju n entiende 
el Fiscal que debe ser modificada, dando carácter permanente a los 
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que se refiere al recibimiento a prueba, no obstante las circulares de  
la Superioridad restringiendo su admisión y aun las disposiciones 
imponiendo las mismas litpitaciones. 

Manifiesta que la posibilidad de comparecer por si, otorgada a 
los mismos interesados, ha planteado ante este Tribunal provincial 
la cuestión de si en tales circunstancias puede valerse e! compare- 
ciente para su defensa, ya del medio ordinario del informe, ya de la 
lectura de sus alegaciones y razonamientos, previamente redac- 
tadas. 

Entiende que el Decreto de 3 de Junio tíltimo señalando el plazo 
de un afio para la declaración de lesivos por las Corporaciones pú- 
blicas de sus propios acuerdos producirá un aumento indudable de 
recursos, anunciado ya por la interposición de varios de tal ca- 
rácter. 

insiste e11 que por el Tribunal provincial se admite de una mane- 
ra sistemática la prueba propuesta por los recurrentes, sin tener en 
cuenta si éstos pueden probar sus alegaciones durante la sustancia- 
ción del expediente gubernativo. 

Afirma que el nlimero de pleitos ha venido aumentando incesan- 
temente con relación a los años judiciales anteriores, y que el mayor 
conocimiento de los Estatutos provincial y municipal y la gratuidad 
del procedimiento son las razones que explican tal incremento. 

Avila. 

Las reclamaciones contra acuerdos de órganos provinciales del 
. Poder central son muy escasas con relaci6n a los recursos entablados 

contra resoluciones de los organisnos locales, y la Fiscalia examina 
las causas a que obedece esta desproporción. 

En la esfera municipal constituye una fuente, quizh lamás impor- 
tante de recursos, la parte de cuestiones de personal, y dentro de  
estas las referentes a correcciones disciplinarias que tan restringida- 
mente se admite11 como materia de recursos con respecto a los fun- 



cionarios del Estado, ya que para éstos se constriñe exclusivamente 
a la separacibn. 

Refiriéndose a la condena en costas al r e c , , , , ~ ~ ~ , ~ ,  ~xpone que 
tropieza el Ministerio Fiscal con una manifiesta repugnancia del Tri- 
bunal a emplear este arma contra el litigante t , y que, apli- 
cada con más amplitud, evitaría con su ejernpl, interposición 
de otros recursos, sin más fundamento jurídico aue ias ~asiones sur- 
gidas en el estrecho marco de la vida rural. 

Se  muestra partidario de que en materia m do a 
la poca importancia económica de las cuestiont~ CII  ciia 3c ~usci- 
tan y por la perentc e sus resoluciones, se simplifiquen los 
tramites procesales, denación bien pudiera inspirarse en el 
Real decreto de 15 de Noviembre de 1909, que tendía a hacer del 
hoy solemne recurso contenc jencillo ji bal, o cuando 
menos, en los casos en que n ae a prue mir el trámite 
de vista, por entender que, en ese caso, acuden a eiin las partes con 
lo: elementc do que cuando se ritos 
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actividad notable de éste y de la Secretaria, y manifiesta que nin- 
gún obstáculo ha encontrado en el cumplimiento de su misión. 
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istar el Fiscal provincial que ninguna dificuitaa se ie ha 
preacii~duv dentro del ejercicio del cargo, habiéndose desarrollado 
normalmente durante e1,afio la vida procesal dentro de la esfera 
contencioso-administrativa, por haber versado la mayoría de los re- 
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mie cuentas i municipal les. :ntos fore 
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Considei iiente que los Tribunales provinciales debieran 
estar constii :clusivamente por funcionarios de la Adminis- 
tración de justicia, especializados en la materia, ampliándoles la 
es5 .I actuación para que, mediante el conocimiento de los 
asu se suscitasen en varias provincias, se llegara a un nú- 
me1 itos que hiciera necesario el funcionamiento del Tribu- 
nal sin gastos injustificados. 

Sostiene que al Fiscal se lar trasla ites 
de formularse la demanda. 1 a del ro :nte 
-dice-podriase, por vía de inciaente, por ejemplo, acaoar, me- 
dia >rtisimo alegato, recursos que por no haber sido inter- 
Puf ]lazo, por no haber satisfecho los recurrentes las canti- 
daaes en materia de contribuciones cuando es necesario que 
ingresen, y en tantos otros casos aná ) debieran tener pos- 
terior trhmite. 

le debe- c 
4 la visf . .. , 

do del ri 
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navierte que en ei ejercicio presente na sufrido un aescenso 
notable el número de recursos iniciados; ello no indica, a juicio del 
Fiscal, falta de eficiencia en la jurisdiccidn, ni siquiera desconfian- 
za de los particulares en cuanto a las garantias protectoras del 
recurso, pero si puede significar que el ejercicio del derecho 
aciquiere su ritmo normal y se reduce, de un lado, cortando el 
abuso de los recurrentes temerarios, y de otro, por la influencia 
gradual y constante que esta jurisdicción va ejerciendo sobre las 
entidades administrativas para que sientan el respeto debido a las 
normas y acomoden sus actos a la más estricta legalidad. 

uice que ias cuesrione.j juriaicas planteadas en los distintos re- 
cursos contencioso-administrativos en que ha intervenido esta Fis- 
calia, se refieren en su casi totalidad a revocación de acuerdos toma- 
dos por los órganos de la Administración provincial y municipal en . 

las materias de su competencia. 
Respecto a las reformas que deban introducirse en la legislación 

reguladora de la jurisdicción contenciosa no cree necesario en los 
momentos actuales referirse a aquellas modificaciones de detalles 
consistentes en subsanar los defectos observados en la práctica pro- 
fesional, sino que éstas, de acuerdo con toda la transformación que 
se i la organización del Estado, habrán una 
tra: ~nda  y un alcance más profundo. 

de tener .ando en 
ia más h( 

está oper 
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Consigna que no se ha presentado en esta Fiscalía en el año 
último dificiiltad jurídica alffina, ni se ha planteado cuestión legal 
que por su importancia merezca especial mención. / ' 

En cuanto a la prueba en esta jurisdicción, observa que a pesar 



'de lo dispuesto en el Decreto-ley de 17 de Julio de 1929, los Tribu- 
nales provinciales siguen concediendo el recibimiento a prueba con 
criterio de gran amplitud que desvirtúa la naturaleza de esta juris- 
dicción. 

Considera conveniente que se eleve a 20.000 pesetas el limite 
para que procediera la celebración de juicio oral en estos recursos, 
de acuerdo con lo prevenido en el Decreto de 8 de Mayo de 1930, 
para :dencia del recurso de apelación. 

Nota un aumento extraordinario en los recursos contencioso- 
administrativos. 

Ello es debido, en primer termino, a los cambios políticos ocurri- 
dos en las Corporaciones locales, que en su deseo de renovar la 
vida municipal y creyendose, sin duda, con facultad para ello, por 
estimar derogada la legislación que garantizaba la inamovilidad de 
los empleados públicos, se apresuraron a decretar la cesantfa de la 
mayoría de &tos, sin alegar falta grave ni seguir los trhmites de 
expediente con audiencia de los interesados, y otra causa de tal in- 
cremento, ha sido el gran número de acuerdos declarados lesivos 
por las Corporaciones municipales, que para revisar la gestión de 
Ayuntamientos anteriores han crefdo el procedimiento preferible 
mandar a la Fiscalía gran parte del Archivo municipal, sin los datos 
precisos para determinar la lesión al formular la demanda. 

Cree que antes de plantear las Corporaciones recursos contra 
sus propios acuerdos declarados lesivos, están en libertad para en- 
comendar al Fiscal su representación y defensa o ejercitar directa- 
mente las acciones por medio de los representantes que nombren al 
efecto, pero una vez que opten por la representación de aquél, no 
pueden nombrar coadyuvante. 

Formula diversas observaciones. 
Es la primera, la de que sigue aumentando el ndniero de los 

pleitos, debido, sin duda, a la gratuidad del procedimiento, a cuyo 
amparo se interponen recursos evidentemente temerarios. 



Considera preciso modificar ese aspecto de la jltrisdicción, 
facultando a los Tribunales para castigar pecuniariamente la temeri- 
dad notoria. 

Es la segunda, que así como no aumenta el núihero de asuntos 
de otra clase, el de recursos contra acuerdos municipales y de la 
Diputación, y muchísimo más contra los primeros, crece de año 
en año. 

Examina la confusión que se observa en el Estatuto municipal y 
sus Reglamentos de Hacienda y de Procedimiento, en cuanto a la 
oportunidad para recurrir contra la imposición de arbitrios y exac- 
ciones municipales. 

Reproduce otras observaciones de Memorias anteriores, relati- 
vas al trabajo que a la Abogacía del Estado impone tal número de 
pleitos en tramitaci6n y a la composición de los Tribunales pro- 
vinciales. 

Cuenca. 

Ciñéndose a la exposición de las incidencias jurldicas ocurridas 
en  el año judicial, el Fiscal consigna, en primer término, que la cau- 
sa determinante de la mayoria de los recursos promovidos ha sido 
.el desbordamiento pasional del periodo vivido hasta el dia 14 de 
Abril, siendo de lamentar que los asuntos de nombramiento de per- 
sonal, especialmente de Médicos titulares, como asimismo la exac- 
ción de responsabilidades sin garantía de defensa para las personas 
relacionadas juridicamente con las Corporaciones, haya nutrido in- 
tensamente el Indice de los pleitos promovidos. 

Formula una observación referente a la mayor intervención del 
Fiscal en las peticiones de suspensión de procedimientos incoados 
para el cobro de los recursos municipales. 

Funda esta manifestación en el hecho de que ningún asesora- 
miento reflexivo precede a la detisión judicial de paralización de  
los procedimientos de apremio instados, ya que según el Estatuto 
Municipal es  discrecional en el Tribunal el conceder o nb audien- 
cia al Ministerio fiscal y resulta que sólo el interés de las partes 
entra en juego, si se  elirniha este trámite que debiera ser obligato- 
rio en razón al ihteres público. 

Allide al tedhrso extraordinerio de fipdlkión qlte autotiza (41 De- 



creto del Gobierno Provisional de la República de 8 de Mayo pró- 
ximo pasado y estima que convendría el esclarecimiento del Último 
párrafo de su art. l ." en relación con el 2.", determinando los casos 
de su procedencia, evitando que su fórmula general condensada en 
la apreciación subjetiva de ministerio, sobre quC resoluciones se en- 
tienden dañosas o erróneas, puedan abrir un amplio cauce a la impo- 
sición del recurso, o por el contrario, constreííir demasiado el uso 
del mismo en razón a la dificultad de concretar la lesión legal o mate 
rial, obsttículo que se venceria por el empleo del procedimiento ob, 

' jetivo de enumeración de los casos en que es dable su utilización. 

Gerona. 

Manifiesta que no ha intervenido esta Fiscalfa en ningún pleito 
que planteara cuestiones que merezcan especial mención. 

Insiste en que entre el gran ndmero de pleitos de esta jurisdic- 
ción contra acuerdos municipales tramitados, se observa que niu- 
chos de ellos han sido de difícil defensa por no reunir los respecti- 
vos expedientes todos los requisitos legales. 

Haciéndose cargo de la honda variación económica acaecida, 
desde que en 1894 se publicó la ley de lo Contencioso, parece al 
Fiscal provincial, que debiera ser reformado el art. 93 de dicho 
Cuerpo legal, para evitar la injustificada desproporción, entre lo 
que los Letrados cobran a sus clientes por su labor en los recursos 
contencioso-administrativos y las modestisimas sumas fijadas en 
dicho precepto, por la representación y defensa de la Administra- 
ción. 

Resalta aún mtís la modestia de esas cifras si se tiene en cuenta, 
que,no existiendo Procuradores de la Administración, esas cantida- 
des no se consideran sólo la retribución o valor de la defensa de los 
acuerdos administrativos, sino también el de la representación del 

stado y de las demás Corporaciones administrativas a quienes el 



Fiscal no sólo defiende, sino que tambien representa, ante los Tri- 
bunales de esta iurisd'--'^- 

Guí ida1.a jarr 

,gota el Fiscal que, como en perlodos anteriores, sigue siendo 
uno de los priiicipales obstáculos con que lucha este funcionario en 
el despacho de los asuntos, lo incompletos que se  remiten los expe- 
dientes gubernativos, especialmente por las Corporaciones munici- 
pales, lo cual obliga con fre la 
ampliación de los expediente: I a 
tramitación de los pleitos. 

Por otra parte, se continúa la práctica inveterada de proponer y 
admitirse toda clase de pruebas con desnaturalización del procedi- 
miento contencioso-administrativo. 

Las únicas dificultades de orden legal que se han presentado al 
Ministerio Fiscal han nacido de la suspensión de los plazos para 
ordenar traslados, determinada por el Decreto de 29 de Abril últi- 
mo y de lo dispuesto por el Decreto de 16 de Junio próximo pasado, 
puesto que ello ha exigido el detenido estudio, en la práctica, con 
la debida relación, de lo legislado por la Dictadura y las disposicio- 
nes legales anteriores a la misma, habiendo producido el ás, 
la inexcusable paralización de los procedimient YO 

ile pleitos que figuran pendientes en el estado. 
Por último, el Fiscal solamente ha utilizado, en casos muy limi- 
)S, la facultad de allanarse a la demanda que concede el Regla- 
ito de procedimiento municipal, si bien es  cierto que a partir de 

lo dispuesto en el citado Decreto de 16 de Junio en modo alguno 
ser: ble tal al 
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Manifiesta que la tramitación de los pleitos contencioso-adml- 
ativos acusa un notorio progreso respecto al procedimiento 
lado en la ley procesal civil, por la supresión de los trámites de 
ca y dúplica y la sustitución no potestativa, slno obligatoria, del 

escrito de conclusiones por el informe oral; pero aún se impone, 
dice, para la perfección del procedimiento, la st del innece- 
sario trámite de la formación del extracto. 

lxpone que, en su mayorfa, los pleitos terminados y los que se 
n en curso se refieren a acuerdos irtud de lo 
iesto en el Estatuto municipal. 

Alude a la Circular de la Fiscalia de zr ae cnero proximo pasa. 
do y examina la disposición de 21 de Enero de 1925 que estableció 
el recurso contencioso contra fallos de las Juntas Arbitrales de 
' mas en cuantla no su~erior a 1.500 oesetas 
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SC: i i i i i i r a  d  C V I I W ~ I I ~ ~  ULIC e1 tramite en los asuntos de esta ja- 
risdicción se ha desen- una manera regular, sin que se haya 
,promovido diligencia ! gna de tenerse en consideración. 

Hue 

anfenga befiende que se m en sil integridad el regimen jurisdic- 
,,,,.al que instauró en nuestra patria el Estatuto municip-1 

El encomendar a los Tribunales provinciales 0,  
con un régimen de gratuidad y de facilidad par; n- 
tiendo que pueda hacerlo cualquier vecino, constituye, a juicio del 
Fiscal, un avance en nuestro régimen juridicc la 
obra democratica. 

Opina que seria altamente beneficioso y que conrri~uiria a puri- 
ficar la gestión de la Administración local, si ie 
esta jurisdiccidn llegasen a inhabilitar, 1 )S 
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hianiriesra que ei aumento ae recursos en este ano w ueuido 
.principslmente al cambio de ré~iinen, que ha producido una inves. 
tigación en la gestión municipal de Corporaciones anteriores, no 
solamente en cuanto a la declaración de lesividad de algunos acuer 
dos, Sn de nombramientos de func.ionarios munici- 
pale 

No se ha planteado a esta Fiscalía caso alguno de carácter ex- 
traordinario, el exceso de trabajo que ocasiona el gran nú. 
mero de re( a marcha de la jurisdicción contenciosa es 

- normal 

y, salvo 
:ursos, I 

Como en años anteriores, han abundado los recursos interpues- 
tos contra acuerdos de nombramiento y separación de funcionarios 
municipales, reparo y censura de cuentas y enajenacidn de terrenos 
del Municipio, sin que se hava planteado cuestión de trascendencia 
que merezca mención especial. 

Si el Fiscal del Tribunal provincial ha de defender a IÍ ra - 
ciones que están bajo la inspección y tutela del Estado aiiiieriaas 
estas últimas no designen Letrado que las represente y cuando no 
litiguen contra la Adainistración o entre si mismas,, parece dedu 
cirse que cuando las Corporaciones demandadas comparecen en el 
pleito, dirigidas por Letrado, no tiene el Fiscal-a sensu contra- 
rio-obligación de defenderlas, y cumplirla su cometido limitándose 
a velar por la pureza del procedimiento. 

Elogia la reforma del Decreto de 8 de Mayo de 1931 elevando a 
29.000 pesetas el límite de los pleitos contenciosos de mayor cuan- 
tfa, si bien lamenta que sea sólo a los efectos de la apelación y no a 
toda la tramitación, sobre todo en lo referente a la formación de ex- 
tracto, siempre iniitil, y a la celebración de vistas, que generalmen - 
t e  consisten en una repetición oral de la discusión escrita. 
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Hace notar la desaparición en el ejercicio en curso de desisti- 
mientos, y en su lugar el aumento considerable producido en el nú- 
mero de recursos caducados, demostrando ello la preferencia por e l  
segundo sistema, para evitar los recurrentes la sustanciación y fallo 
de los recursos por ellos promovidos, y es indicativo el número de 
,demandas caducadas del cambio de criterio y orientación en los 
Ayuntamientos producido por el cambio de régimen. 

Dice que permanece extremado el criterio de velar por la pureza 
de jurisdicción, utilizar de las excepciones con absoliito rigor, y,  eil 
materia de prueba, restringir en lo posible su aplicación. 

nisidn de 
plitud de 
L.. .̂.̂  ̂ 

ellas del 
criterio 

I - 1 -  --- - 

Defiende las reformas siguientes: 
La desaparición de los extractos o apuntamientos en que, tras no 

facilitar la labor del Tribunal, la complican con tremites y trabajos 
innecesarios. 

Que sobre práctica de prueba de adr )en dictarse 
instrucciones en orden a reducir la aml que tienen 
los Tribunales de esta jurisdicción, en lua que auiu pui excepción, y 
en muy contados casos, debe acordarse, para no alterar de otro modo 
la naturaleza revisora de la jurisdicción contencioso.administra- 
tiva. 

Una reorganización total de  esos Tribunales a base de consti- 
tuirlos con personal tCcnico en la Carrera administrativa, indepen. 
dizándolos.de ios demás que constituyen las jurisdicciones ordina- 
rias, y 

Que al ig igente Reglamento de proce- 
dimiento municipai,pueaan las riscairas provinciales allanarse a las 
demandas cuando los acuerdos o resoluciones sean visiblemente im- 
procedentes o no s e  ajusten a los preceptos legales, con previa con- 



sulta a la Fiscalfa de ia Repiíblica y recibir de ella las instrucciones 
necesarias. 

Insiste en la conve e que se dicte una resolución de ca- 
rhcter general con el f tar la comparecencia en las vistas a 
nombre de los demandantes, ae los Letrados y Procuradores para 
actue stos sin poder al efecto. ~r en non ibre de 6 

Lugo. 

Manifiesta que existe un considerable incremento ,de asuntos 
contenciosos y examina las razones fundamentales de tal aumento, 
entendiendo que una de ellas se encuentra en la reiterada actitud de 
los Tribunales al desestimar las demandas sin realizar expresa im- 
posición de costas; es cierto que el Real decreto de 18 de Julio 
de 1929, ha supuesto ya la iniciación de esta labor, pero a juicio del 
Fiscal provincjal, insuficientemente, y merece ser sustituido por dis 
posiciones que apoyadas en el carácter rogado de esta jurisdicción, 
obliguen, a semejanza de lo que sucede en la legislación civil, al re- 
clamante, a satisfacer as de las actuaciones causadas a su 

I instancia, en 10 ser condenados en costas expresa- 
mente. 

Aboga por la creación de un Cuerpo de Magistrados de lo Con- 
tencioso que con carácter de Ponentes obligatorios compartieran 
esta jurisdicción con el resto de los Magistrados de la Audiencia. 

Afirma que la organización practica actual de este Ministerio 
hace que no se le considere Fiscal más que en los actos de informe 
y vista y con ello que su misión se vea limitada e incumplida. 

Cree que a semejanza de los Fiscales de lo Criminal, debiera 
poseer una jurisdicción obligada, forzosa, convertible en un repre- 
sentante de la ley ante el que los ciudadanos compareciesen como 
comparecen ante los Fiscales de la jurisdicción ordinaria, para de 
nunciar infracciones de Derecho administrativo, causantes de con- 
vulsiones en la vida de las distintas esferas de la Administración y 
dotando al Fiscal consecuentemente de facultades que le permitie- 
ran, sin nuevas declaraciones de lesividad, incoar los recursos pro- 
cedentes. 

Encarece la conveniencia de que en todas las Audiencias se ha- 
bilite local oportuno para los Fiscales de lo Contencioso a la vez que 



- 30 - 
se  le debe dotar de personal y material en forma, para el curnpli-. 
mient misión. 

nga. 

Expone que, d~t'ante el último año judicial, no puede acusarse 
aumento ni disminución sensible en el número de pleitos, en que ha 
conocido esta Fiscalia, y que tampoco s e  ha observado nada anor. 
mal en la trarnitacióii que merezca comentario especial. 

Trata de un recurso de apelación interpuesto contra auto dene- 
gatorio de prueba y estudia el aspecto procesal de dicho pleito. 

La actuacion a e  esta riscalía durante el afío judicial acusa la 
más completa normalidad. 

El mayor número de asuntos conten 3n - 
tra acuerdos de los Ayuntamientos, si; :I ue I U ~  les 
económico-administra ? éstos los correspondientes a las c 
trib uciones i ndustrial 

Navarra. 

lo  es la 
) en año, 
lecida pc - -  

la en su$ 
icial, a Ic 

extraordi 
como co 
)r el Est 
.. . . 

itivo y dc 
q de uti lidades. 

1 de amb 
ren en si 
, . 

cioso-adi 
guiendo c 

ivos es ci 
Tribuna 

provinci; . . ,., 
tos, incrc 
de estos 

mentada 
recurso: 

ce destai 
s e  auranre ei pertoao juaiciai en que su~sisr io  ei regimen a n t i ~  
si i inaria abundancia I de 
añc nsecuencia de la g ; es- 
tab atuto municipal 

Y a partir de la fecha del advenimiento de la Repú ?da- 
rac ipenso la vigencii os Estatutos mun pro- 
vir )S cuales,se refie u casi totalidad 12 ones 
que se  ventilan ante el Tr i~unai  provincial, ha quedado práctica- 
mente en suspenso tarnbiCn la actuación contenciosa, estado que, se- 
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gun declara el Fiscal, seria deseable durase el menor tiempo posi- 
ble, por los perjuicios que causa a las partes interesadas, y mSs que 
a nadie, tal vez, a la Administración activa. 

Sefíala como dato relevante, que en estos tres últimos meses, tan 
sólo se suscitaron tres recursos contra acuerdos de las Corporacio- 
nes anteriores al 14 de Abril, sin que posteriormente haya entrado 
ninguna'petición de revisión de acuerdos dictados en momento pos- 
terior al indicado, lo cual constituye una prueba evidente de la bue- 
na i riin- 
cia 

rativos al ctuales e marcha d 
de Nava 

e los org 
rra. 

de este 1 Fiscal, ei 
. . . .  

.ma que S A juicio. ;e prepara de la legis- 
lación contencioso-administratjva, deberá examinarse la convenien- 
cia de que en los pleitos que se tramitan ante los Tribunales provin 
ciales y que afectan a la Administración general del Estado, no sea 
obligatoria la apelación del Fiscal provincial, sino en cuanto la esti- 
me justa. 

De otra omo ahora ocurre por la obligada apelación Fis 
cal, se ven sui r i~~~uus  a dos instancias, no justas muchas veces en 
el fondo, y 1 tramitación más onerosa para los interesados 
y mas dilatc a de los pleitos de mayor cuantfa gubernativa, 

resulta si 
fria que 1 
,<.3,inn ni ,  los cuales PLLUL,, .,edar resueltos con sólo la alzada en este orden 

y en todo caso con n mcia cor Tri 
bunal Central. 

Considera la de digniticacion para los Fiscales de io contencioso, 
que al haber de evacuar el trámite de contestación a la demanda se 
remita por Secretaría a Fiscalía el pleito o rollo y expediente gu- 
bernativo íntegro, 
le ponga de 
bernativo. 

n el pers 
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iedo. 

busrrva  el Fiscal que ida uciugaLiutic> ur: uccicrva dictatoria- 
les y la concesión de plazo extraordinario para poder declarar las 
Corporaciones locales lo mismo que la Administración Central le- 
sivos multitud de acuerdos abusivos, trae consigo un respetable 
cúmulo de recursos contencioso-administrativos, que significan para 
la Fiscalía una considerable recarga de su tarea, pero consigna su 
satisfacción ante el amplio campo de posibilidades de reparación de 
agravios al Derecho que tal iniciativa abre, posponiendo a ello el 
simple aspecto del mayor o menor trabajo asumible. 

Alude al resultado satisfactorio de la gestión de la Fiscalía y 
observa que ha contribuido a aquel el prudente uso hecho de la fa- 
cultad de allanamiento, la cual seria de desear-si se  quiere evitar 
a los Fiscales situaciones nada airosas-extenderla a todos los plei- 
tos en que han de intervenir (no sólo a los de las Corporaciones 
locales), estableciendo garantias como la del ascenso unánime de los 
compañeros de la Abogacia del Estado. 

Respecto de inodificaciones sugeribles, el Fiscal se  limita a hacer 
votos por que en la nueva regulación de la materia aparezca el re- 
curso contencioso administrativo, siguiendo la sabia inspiracibn de 
la ley de 1891, perfectamente delineado, rígidamente alejado de 
toda confusión con otros recursos afines, pero no asimilables; para 
esos otros cabe, desde luego, la previsión de la invocabilidad y uti- 
lización que les es propia, con vista de las modernas orientaciones 
doctrinales y de las enseñanzas que la experiencia de nuestra pecu- 
liar vida jurídica, máxime con las posibilidades que la nueva organi- 
zsción de Poderes del Estado en general y de los Tribunales eii 
espc :cial, per 

encia. 

Expone el Fiscal que durante el último año judicial s e  ha des- 
envuelto normal y rápidamente la jurisdicción contencioso-adminis 
trativa, manteniéndose en la misma cifra aproximada el número de 
recursos incoados y que no ha existido cuestión juridica digna de 
reflejarse en la Memoria. 



rativo. 
4plaude l 
"--A-.,." 

Como en años anteriores, los pleitos contencioso~administrativos 
planteados ante este Tribunal provincial se han referido casi todos a 
la legislación municipal, interpuestos la mayorla contra acuerdos de 
los Ayuntar~ientos de estas Islas, y muy pocos dedticidos contra re- 
soluciones del Tribunal Económico-administrativo o Delegación de 
Hacienda en materia fiscal. 

( que casi todos los litigios se  refe estiones de 
pers evado o sustituido, cuyo personal ha sido en la mayor 
parte revuebto Dor los fallos del Tribunal de lo Contencioso-admi- 
nisti 
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Pontevedra. 

El examen de los asuntos contencioso-administrativos no ha ofre- 
cido en general cuestión alguna de Derecho que merezca mención. 

Opina que en la organización de los Tribunales provinciales de- 
biera implantarse, o bien la de crear Tribunales cuya jurisdicción 
alcance al territorio de varias provincias para la resolución de tales 
pleitos y sin otra mis a de atender exclusivamente a la reso- 
lución de aquellos, cc ial especial adscrito a los mismos, con 
lo cual se conseguiria ademhs la especializaci6n en tales materias de 
dicho personal, o bien la creación en las Audiencias territoriales de 
una Sala destinada exclusivamente a lo contencioso administrativo, 
según para la apelación se halla establecida en el Tribunal Su- 
Pre mo. 
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Examina las diversas cuestiones de Derecho planteadas al Tribu- 
nal provincial y expone los obstaculos y dificultades legales en el 
ejercicio del ( 

En cuanto ti 
ma que debiei os 
a representantes especializados en cuestiones administra 

Por lo que afecta al procedimiento, n su opoi -e- 
cibimiento a prueba que sistemáticame )licita pc :u- 
rrentes, y casi siempre se concede por ei 1 riounal; la naturaleza y 
carácter esencialmente de revisión de esta jurisdicción es opuesta a 
tal práctica, y por ello entiende que debiera de limitarse dicho reci- 
bimiento a prueba en forma análoga a lo dispuesto para la segunda 
instancia en la jurisdicción ordinaria; estima asimismo el Fiscal pro- 
cedente la supresión del tramite de extracto, iníitil siempre, y cuya 
única eficacia es la de prolongar la tramitación de los pleitos; de 
igual modo cree que debiera reducirse a sus la 
gratitud de procedimiento en materia municipal 

Tenerife. 

Insiste er 
..Ii 

ite el rec 
. - . . - . . . .. .. 

1 que por el Tribunal generalmente se admi ibi. 
mieritu s prueba de los pleitos a la menor indicación de los recurren- 
tes, a pesar de la oposición de la Fiscalía, apoyada en la doctrina 
constante del Tribunal Supremo. Por ello estima necesaria una dis- 
posición que señale normas concretas para restringir la amplitud de 
criterio de los Tribunales provinciales pn esta materia. 

Alude a la interpretación del art. 253 del Estatuto m Por 
virtud de cuyo precepto se permite el recurso llamado de acción pii- 
blica. 

Aboga por la suspensión del trámite de exti ine- 
cesario, y que sólo sirve para alargar la tramitacion de esta clase de 
~leitos. 
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nal responsabilidad, pues tal precepto r firma, sino qiie está 
en abierta pugna con lo prevenido en el ie la ley, que regula 
el ejercicio de esta jurisdicción, y opina qut: se vuelva a conceder 
esa facultad, ya que dentro del sistema de auto, .e - 
sulta de suma necesidad, para no verse en el t ue 
defender lo que resulta a todas luces indefendibl 

RefiriCndose a la poca diligencia de las Alcaldias para suminis- 
trar datos e informes que, en la mayor parte de los recursos contra 
decisiones municipales, es necesario recabar, entiende debiera esta- 
tuirse la obligaci6n de es municipales de remitir los 
antecedentes que de 1 i interesar los Fiscales para 
la defensa de las decisiones ae ia Aaministración municipal. 

que se p 
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Opina que es necesaria la retorma ael procedimiento en los asun- 
tos de escasa importancia, pues facilitaría la labor a realizar por los 
Tribunales Contencioso administrativo, un procedimiento sencillo 
y riipido que, sin mermar garantias a los derechos de los litigantes, 
ahorr eben estar reserv, resolución 
de ot 

1 f le la ley de Enjui 2 civil, por 
lo qu ta a la tramitación de los juicios verbales, acoplados a 
la es] turaleza de las cuestiones lantean en la juris- 
diccii icioso-administrativa, podi ir de base a la mo- 
dificación que se estima necesaria; por existir una manifiesta des- 
proporción entre la importancia de lo que se litiga y las solemnida- 
des de que se rodea el proceder de los Tribunales que han'de deci- 
dir las cuestiones planteadas, a veces de cuantia insignificante o de 
importancia muy limitada. 



Sevilla. 

Hace constar que examinados los antecedentes de los diferentes 
pleitos en que intervino esta Fiscalía, no se  encuentra un ounto fun- 
damental de derecho que merezca especial comentario 

Observa que la mayorfa de los asuntos planteados se rerieren a 
repartimiento de utilidades, nombramiento y destitución de perso- 
nal y declaración de ruina de fincas; y el número de sentencias fa 
vorables a la Administración demuestra que en la inmensa mayoría 
de los pleitos que llegaron a trámite de vista, acudieron los intere- 
sados a la jiirisdicción contencioso-administrativa, sin razón algitna 
o con el mero propósito de dilatar la ejecución de resoluciones que 
lesionaban m8s sus intereses que sus derechos 

Examina la tramitación y fallo de los ple e el 
Tribunal provincial. 

ucspues de dar cuenta ua I U ~  P I ~ I L U ~  ~ u ~ ~ f e n c i o ~ o - a u ~ ~ ~ ~ ~ ~ ~ ~ i r a t i -  
vos tramitados durante el último año judicial, afirma el Fiscal pro- 
vincial que ni el fondo ni el procedimiento de aquéllos, ofrece par- 
ticularidades que requieran especial atención. 
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Ter 

Expone diversas consideraciones sobre unos cuantos problemas 
que plantea el Decreto de 16 de Junio del año actual, ai declarar 
que el Reglamento de procedimiento en materia municipal de 22 de 
Agosto de 1924, queda reducido al rango de precepto reglamenta- 
rio, válido si se acomoda al texto de leyes dictadas por las Cortes. 

Entiende que después del citado Decreto, queda restablecido, 
sin distinción, el imperio de la ley de 22 de Junio de 1894 en lo que 
se refiere al plazo de Interposición del recurso: cree que podra pro- 
ponerse con éxito la excepción de defecto legal en el modo de for- 
mular la demanda, cuando en Bsta no se cumpla con lo dispuesto en 
el art, 42 de la ley, puesto que el art. 45 del Reglamento de proce- 
dimiento en materia municipal, carece de fuerza de obligar, puesto 
que tal precepto se opone a lo prescrito en una ley, y por esta mis- 
ma consideración niega eficacia legal al art. 49 del propio Regla- 
mento, y, en su consecuencia, debe entenderse que los Fiscales de 
los Tribunales provinciales no podrhn allanarse a las demandas que 
contra la Administración en cualquiera de sus grados se formulen, 
sin la debida autorizaci6n. 

Tol edo .  

nterpone 
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:argo del Se hace c I de pleitos contencioso-administrati 
vos y afirma que ei mayor número de asuntos tramitados corres- 
ponde a la esfera municipal, y dentro de ella a cuestiones de perso- 
nal, motivados la mayor parte de las veces por intereses partidistas 
de caracter politico. 

Expone que en el scurrido no ha sido hecho uso por estd 
Fiscalia del derecho ( orga el Estatuto municipal a allanarse 
en ningfin recurso inlcl v u c ~ l o  al amparo del mismo, ni ha dejado 
de i ción contra ninguna sente rá. 
ria s por la Administracidn. 
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Valencia. . . 

S Estima que debiendo prevalecer ia ley de 22 de Junio de 1894, 
queda sin valor ni eficacia el art. 50 del Reglamento de W de 
Agosto de 1924, no siendo IEcito en lo futuro a los Fiscales provin- 
ciales ni allanarse a las demandas contra la Administracibn, incluso 
a municipal,,ni abstenerse de intervenir en los litigios que se plan- 

teen, cualquiera que sea el concepto y juicio que le merezca la 
resolucibn impugnada. 

Consigna ciertas dudas qi cerca de ten- 
cia de la facultad contenida en ei propio precepto regiamenrario 
que autoriza para abstenerse de interponer recursos contra senten- 
cias que revoquen las providencias administrativas, naciendo esta. 
duda de que la obligación impuesta al Fiscal de recurrir en todo 
caso contra toda resolución que sea contraria a la Administracibn, 
aro emana directamente de ley votada en Cortes, sino que se con-. 
tiene en el Reglamento de 22 de Junio de 1894. Sin embargo, 
atendidas diversas razones, ro .' 
gada esa facultad de no apelc 

de que d lebe estir narse de 

Hace notar la latitud con que el Tribunal otorga el recibimiento 
4 prueba, admitiendo la probanza de circunstancias no alegadas en 
la via administrativa I 

Expone que en precisac cer 
con cierta frecuencia ia racuitaa ae aiianamiento conferiaa en ei ar: 
ticulo 50 del Reglamento de Procedimiento mu en- 
te se ha visto impulsado a ella, más por deficie los 
acuerdos recurridos que por su verdadero fond 

Dice que en la resolución de los asuntos se ha dado con. cierta 
asiduidad el caso de inda oposición entre las resoluciones 
jurisprudenciales.. . . . 

una roti 
. . . .  
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acias for 
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Vizcava. 
1 :  

teriores- Insiste la . . ... i Fiscalía ando infc :ce- 
sidaa ae tijar una cuantia minima para que los recursos se tramiten 
y resuelvan en la forma actual, pues con ello se evitarfan casos en 
los que se acude ante la jurisdicción contencioso-administrativa por 
cuestiones verdaderamente insignificantes. 

Observa un aumento notable en el número de recursos, debido 
exclusivamente al Estatuto municipal, y por ello entiende el Fiscal 
provincial, que si llegado el momento de-simplificar la tramitación, 
suprimiendo los extractos completamente inútiles v no celebrándose 
vista más que en los casos en que las partes lo pidieran y solamen 
te en los pleitos de mayor cuantía, sustituyéndose en los de menor 
cuantía por una simple comparecencia análoga a la establecida para 
SUS similares de la jurisdicción ordinaria por !a ley de Enjuiciamien- 
to civil y solamente también cuando las partes lo pidieran. 

Entiende que las facilidades que el Estatuto concede para acu- 
dir, a lo contencioso son indudablemente las causas primordiales. 
para el extraordinario aumento de esta clase de pleitos, haciendo 
que se acuda a tal vía en reclamaciones verdaderamente ridiculas, 
como, por ejemplo, los pleitos promovidos ante este Tribunal, uno 
sobre el uniforme del guardia municipal de un pueblo, y otro sobre 
el lugar donde debía tocar los domingos la banda de música de otra 
aldea, y esta gratuidad del recurso contencioso-administrativo es el 
mayor aliciente para que en muchos casos se acuda a esta jurisdic- 
ción con manifiesta temeridad y sin la debida justificación. 
' Expone la necesidad de que desaparezca el carácter que de pú- 

blico tiene la acción contenciosa para que solamente puedan acudir 
a'ella los personalmente agraviados en su derecho, evitando asi el  
caso de que sean verdaderos testaferros los que algunos veces 
acuden a esta via, burlando asi el castigo que con la condena de 
costas se establece, ya que de ningún medio económico disponen 
para hacerlas efectivas. 

Zamora. 

Nota una progresión ascendente en el número de pleitos promo- 
vidos ante el Tribunal provincial, debida a la ingerencia socializa- 
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dora e intervencionista de la Administraci6n dentro de la vida de 
relaci6n. 

Manifiesta que por este Tribunal ha sido restringida en forma 
loable la concesión de probanza en este procedimiento. 

Expone dudosas cuestiones en materia rituaria, que sugiere la 
consideración mes legi I a 
actualidad con imiento, a 
práctica. 

Considera que seria muy convenieni ar si continua o no 
en vigor el uso de la facultad de allanar :dida expresamente 
por el art. 49 del Reglamento de procedimiento en materia munici- 
pal, pues en la actualidad y de acuetdo con la prevención sentada 
por el art. 3.' del Decreto de justicia dictado en 16 de Junio próxi- 
mo pasado, parece, cuando menos. dudosa la subsistencia de la con 
signada facultad. 

Siendo principio al ' ae prec piicacion ei aictado 
por el art, 49 de la ley UG IV Contenciu~u-nui~~inistrativo, con res- 
pecto de la necesidad en la celebración de ccvista públicam cuando 
el Fiscal alegue la excepcidn de incompetencia de jurisdicción, en. 
tiende que carece de fuerza de obligar la prevención rituaria consig- 
nado ir- 
mars 

t. 44 del 
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Las particularidades que ofrece el 6n 
contencioso-administrativa en el año ju ln 

secuencia de los cambios operados en la política nacional. Acorda- 
da la revisi6n de la obra de los Ayuntamientos y concedidos nuevos 
plazos para que las Corporaciones municipales deolararan lesivos los 
acuerdos anteriores, fueron muchos los recursos contenciosos que 
por este motivo se entablaron. 

Hace notar que en ocasiones se ha perman s los recu 
nentes ante el Tribunal provincial en pleitos que carecían de fina- 
lidad por estar ya lograda la que se persiguió al iniciarlos y que se 
promueven diligencias que resultan innecesarias, sostenidas, sin 
embargo, con excesiva frecuencia al amparo de la gratuidad del 
recurso, por lo que esta Fiscalia ha alegado, que apartir de las ac- 



tuaciones posteriores al momento en que adquiere firmeza el acuer- 
do municipal que revoca el anterior contra el que se entablara el 
recurso, deben cargarse al recurrente .todas las costas procesales- 
que se causen en el pleito. 

Los Fiscales de los Tribunales provinciales de lo Contencioso- 
administratlvo de Madrid y Las Palmas no han remitido a la Fisca- 
lía del Tribunal Supremo las Memorias reglamentarias. 
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CIRCULAR 

uanao instrucciones acerca de la actuación del Ministerio Fiscal 
al ser  levantada la previa censura, para la persecucidn de los 
delitos cometidos por medio de la imprenta. 

1 _-9- 

El art. .. . . . 3." del E . . statuto d el Minist . .. erio Fisc - . .  .al impon e a esta Fis- 
-.ala ei aeoer de dar a SUS subordinados las instrucciones generales 
o particulares que estime pertinentes relativas al cumplimiento de 
sus deberes, y anunciado por el Gobierno de S. M. el propósito de 
restablecer la libre expresión del pensamiento, estima oportuno re- , 

cordar a todos ellos los que les incumben a tal respecto, ya que el 
régimen de previa censura a que tan largo tiempo ha estado some- 
tida, hizo casi innecesario su cumplimiento, pues atribuyendo a la 
Autoridad gubernativa, encargada de ejercerla, la facultad de im- 
pedir toda publicidad que estimase delictiva o inconveniente, puede 
decirse que reducia la necesaria atención que a la misma debe pres- 
tar el Ministerio fiscal, a las publicaciones anónimas o clandestinas. 
Sustituído el régimen de excepción por el de plena normalidad, no 
parecerá inoportuno recordar a los encargados de aplicarlas aque- 

ue, dentr smo, establecen las necesarias 
el derec da uno pueda coexistir con el 
As y todc régimen general de derecho y 

libertad que impone, como primordial principio, el de mutuo respe- 
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to y enérgica defensa de las instituciones fundamentales en que 
asienta la organización político-social y la paz pública' Por eso en 
la Circular de esta Fiscalía de 2 de Octubre de 1883, cuyo exacto 
cumplimiento se recuerda, suscrita por el que fué ilustre juriscon- 
sulto, D. Trinitario Ruiz Capdepón, se decia a los señores Fisca- 
lec: <El art. 13 de la Constitución, al sancionar el derecho de todo 
español a emitir libremente sus ideas y opiniones, valiéndose de la 
imprenta, o de otro procedimiento semejante, sin sujeción a l a  cen- 
sura ~revia.  no señala restricci6n alguna en el eiercicio de ese de- 
r e  dos en la , tie- cho, que. , como tc 



nen iinicamente los limites que sil propia naturaleza le impone, 
subordint3ndolos al resto de las instituciones que la misma Constitu- 
ción consagra y a las naturales exigencias del derecho ajeno. 

.La única legislación aplicable es la ordinaria. Cuanto no se halle 
comprendido en las disposiciones del Código penal es permitido al 
escritor. Pero todo ello que sea una injuria o una amenaza a la sa. 
grada e inviolable persona del Rey, o signifique una provocación 
directa a dicho delito, o a un cambio en la forma de Gobierno o a 
cualquiera de los hechos que constituyen rebelibn o sedición y a los 
restantes delitos que se determinan en las disposiciones vigentes, 
debe ser inflexiblemente objeto de persecucidn y castigo. 

>No de otra suerte, se podrá seguir ejercitando el expresad@ de- 
recho, que, respondiendo a una necesidad de la personalidad huma- 
na, no es ni debe ser incompatible con e social y los dere- 
chos de los demás.» 

Atribuye el art. 1.' de nuestro Estatuto al Ministerio Fiscal, 
como misión esencial, la de velar por la observancia de las leyes ,y 
promover la acción de 12 justicia en cuanto concierne al interés pSi- 
blico, representando al Gobierno en sus relaciones con el Poder ju 
dicial; enconmendándole el riiímero 7.' del art. 2.O, en armonia con 
lo dispuesto en el 105 de la ley de Enjuiciamiento Criminal, el ejer- 
cicio, con los fines enumerados en el articulo anterior, de la acción 
pública en todas las causas criminales, con la única excepción de 
las que sólo pueden ser promovidas a instancia de parte, acción que 
por mandato del art. 271 de la citada ley Rituaria, recordado por 
Circular de esta Fiscalla, de 1 .O de Marzo de 1887, habrá de ejerci- 
tar siempre en forma de querella, determinando ei Titulo V del Li- 
bro 4.' de la repetida ley, el procedimiento a seguir cuando se tra. 
te de delitos cometidos por medio de la imprenta, el grabado u otro 
medio mecánico de publicación. 

La especial naturaleza de estos delitos, que determinó el tam- 
bién especial procedimiento establecido por la ley para su persecu. 
cibn, requiere una constante atención por parte del Ministerio Fis- 
cal, pues inspirándose aquélla en el criterio de una gran rapidez en 
la instrucción sumarial, que claramente establecen sus preceptos al 
disponer en su art. 816 que,  inmediatam mentes que se dé principio 
a un sumario por delito cometido por medio de la imprenta, el gra. 
bado u otro medio mec6nico de publicacidn, se proceder6 a adoptar 
las medidas que el mismo determina, y en el 82.3 que, *Unidos a la 
causa el impreso, grabado u otro medio mecánico de publicación que 



haya servido para la comisión del delito, y averiguado el autor o la 
persona subsidiariamente responsable, se dará por terminado el su- 
mario~,  es  preciso que el propósito de la ley no quede frustrado, y, 
que por los funcionarios del Ministerio Fiscal, no s610 s e  interese la 
práctica de dichas diligencias i ir el escrito de querella, sino 
que se  vigile cuidadosamente !diato cumplimiento, inspec 
cionando personalmente los sumarios a fin de que, sin levantar 
mano, insten lo neces lanar cualquier obstáculo que pueda 
ofrecerse a su práctic 

Y no hay razón al! i1 para que, concluso el sumario y de- 
cretada, en su caso, la apertura del juicio oral, no se proceda con 
la misma rapidez; ya que la ejemplaridad y eficacia de la represión 
depende en gran parte de que ésta siga lo más inmediatamente po 
sible a la comisión del delito; y porque redunda en interés y conve- 
nieneia de los propios procesados que la situación legal a ellos crea- 
da con carácter provisional por el procesamiento, se  resuelva en 
uno u otro sentido lo antes posible. 

Conocedora esta Fiscalía del celo tencia de :io- 
narios del Ministerio Fiscal, no cree is más e ns- 
trucciones, que termina reproduciendo iaa iiaaes con qut: CL riczla- 
ro jurisconsulto D. Vicente Romero Girón, siendo Ministro de Gra- 
cia y Justicia, resumía, en la Real orden de 30 de Junio de 1883, el 
criterio en que el Ministerio Fiscal debe inspirar su conducta para 
la persecuci6n de los delitos que s e  cometan por medio de la Pren 
sa: <La ley, aplicada con la mayor presteza, el más exquisito cuida- 
do y la mAs activa vigilancia, para que las instituciones fundamen- 
tales no sean objeto de ataque alguno y la disciplina del Ejército y 
el orden público se  conserven inalterables, son las únicas y especia- 
les  instrucciones que el Gobierno de S. M. se  considera obligado a 
dirigir a V. S. En todo lo demh,  un c enigno, sin debilidad, 
recto y desapasionado de toda preven itica, de todo sentido 
de parcialidad, para la acción pública, ~ ~ ~ ~ ~ l ~ i e n d a d a  al Ministerio 
Fiscal, sea tan s61o la manifestación genuina di u de la ley». 

Confía esta Fiscalía en que sus subordinac cientes de la 
trascendental misión que les está encomendadb, ,u,,u,. una vez más 
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Sin perjuicio de aarse por enterado de esta Circular tan pronto 
Ile poder el número de la Gaceta de Madrid en que se  pu- 
bli á usted cuenta inmediatamente a esta Fiscalía de los su- 
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marios que se incoen por él con motivolde los d'elitos que a la mis. 
ma se refiere; de su intervención en los mismos, de las peticiones 
que formule, del resultado de las diligencias más importantes que 
se practiquen y resoluciones judiciales que en su caso recaigan. 

Madrid, 15 de Septiembre de 193C 

SANTIAGO DEL VALLE 

la Audiencia de .... 
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Recientemente se ha elevado por la Cámara Oficial del Libro 
al Excmo. Sr. Ministro de Gracia y justicia, respetuosa y razonada 
exposición en que se contienen interesantes observaciones relativas 
a la responsabilidad en que los libreros pueden incurrir por el hecho 
de tener a la venta en sus establecimientos obras cuyo texto sea 
declarado delictivo por inmoral. Atendido por el destinatario de ese 
documento el ruego que en él se le hacia de que pusiera en conoci- 

!rito del Ministerio Fiscal esas observaciones para que, .si fuerarr 
ndibles, puedan los organismos llamados a a~licar la ley tener 
i norma a que ajustarse en punto a su acertada interpretación>, 

ha creído necesario el que suscribe, no sólo hacer detenido y escru- 
puloso estudio del contenido de la exposición, sino tambiCn traducir 
en instrucciones'a los Fiscales de las Audiencias el criterio que, 
como result lio, ha cr licarse a la 
interpretacic tos legal mencionada 
responsabili 

ntenidos en los núms. 1 .", 2," y 3 . O  dbf 
y mediante ellos se  ha cumplido, aun. 
ición que en la Conferencia internacio- 

nal de París (18 de Abril a 4 de Mayo de 1910) contrajo Espaiia, 
como la mayoría de las naciones europeas y los Estados Unidos de 
América y el Brasil, de castigar penalmente la producción o tenen- 
,-;a con el fin de comercio o distribución de escritos, diseaos, imá- 

les y objetos obscenos, la importación, transporte y cualquier 
iero de circulación de los mismos, y su negociación, exhibición, 

alquiler y anuncio. 
La mera lectura ( receptos legales es suficiente 
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establecidas incurren los libreros que en sus establecimientos o para 
los fines comerciales que en éstos se realizan tengan c ! por 
su contenido literario o por los grabados, dibujos o i n  sean 
obscenas. 

No puede servir para sostener opinión contraria a la expuesta el 
razonamiento de que para exigir responsabilidad al librero habría 
que probar que había leido todas las obras que tiene en su estable- 
cimiento y que, a pesar de ello y con intención delicluosa, persistía 
en el propósito de lucrarse en la venta, puesto que, probado el des- 
tino comercial y obscenidad de la obra la pres~inción de dolo que 
establece nuestro Código como lo establecia ya el derogado de 
1870, es suficiente para que se estime concurrente el elemento psi- 
quico integrante de aquellas infracciones, mientras no se pruébe y 

, conste en cada caso concreto la ignorancia o el error (no ya la sini- 
ple duda que ya por si seria constitutiva de dolo eventual) en que, 
de buena fe se encontrase el librero respecto de la fiidole de la pu- 
blicación. Tampoco puede ser eficaz, para mantener la tesis de la 
general irresponsabilidad del librero respecto de las indicadas infrac- 
ciones el argumento de que, variando con el tiempo y los lugares el 
concepto de lo deshonesto y obsceno, carece de normas objetivas, 
precisas e inmutables para determinar qué obras deben considerarse 
comprendidas en dicho concepto; pues precisamente porque no se 
trata de señalar de modo general, abstracto y valedero para siempre 
y por doquiera un criterio inmutable de lo que es obsceno sino de 
determinar concretamente si una obra es contraria's las exigencias 
,sociales del tiempo y del lugar en que el libren, víve y que palpitan 
r n  torno de el, puede y debe formar juicio acerca de tal extremo. 

Eri suma: la responsabilidad del librero en los .casos a que los 
'preceptos legales indicados se refieren no debe entenderse eliminada 
en general, sino únicamente en aquellos casos concretos en que se 
demuestre que de buena fe, por ignorancia o error, racionalmente 
explicables, desconocia la indole obscena de la obra. 

Madrii iiciembre 1. 
- Dios gi 7. 1. muchos años 

L VALLE IAGO DEI 
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KecIDlaa en esta riscalia la consulta rormuiaaa por un riscal 
provincial de lo Con1 sdministrativo, re es- 
tiones que le han ofrc la y que se refic i la 
actuación del represe r la Administraciá on- 
tencioso-administrati sean consecuencia de la declaración 
de ser lesivos a Corr S provinciales o municipales, algunos 
de sus propios acuei ha formulado la contestación de esta 
Fiscalia en la siguiente torma: 

<Como son varias las cuestiones que consulta V. S., por separa- 
do se formulan las instrucciones, con relación a cada uno de los ~ 

siguientes extremos: 
1 .O Informe d ~ l  Abogado del Estado como requisito preuio 

a la mencionada declaracian de lesiuos por las citadas Cor- 
poraciones de sus pro~ios  acuerdor 

Es, a juic ;a, tal cui ble 
solución. 

El art. 19 del Estatuto de la Direcciuii scrieral de lo Cuiirenci~~~o 
del Estado, efectivamente exige el asesoramiento jurídico de los 
Abogados del Estado, entre otros asuntos,.para declarar lesivas , 

resoluciones de la Administración, pero no lo es menos que tales 
disposiciones-y basta para convencerse de ello, fijarse en el Cen- 
tro directivo del que es regulación el expresado Estatuto-se refie- 
ren a la Administración general del Estado, no a la local, provin- 
cial y municipal, que se rige no por aquel Estatuto, sino por sus 
leyes orgánicas-Estatuto de los Ayuntamientos de 8 de Marzo de 

indiscuti 

T - - L - - - ? .  



s nada se 
que, por 
s. 

icioso-ad 
vos que 

ministrat 
adopten . . 

1924, y de las Diputaciones provinciales de 20 de Marzo de 1925-, 
en las cuale ! dispone respecto del requisito previo que nos 
ocupa, y el tanto, ha de estimarse inaplicable a los casos 
mencionado! 

Confirma esta opinidn lo dispuesto en el art. 15 del Reglamento 
de lo Contei ivo, que sólo exige para las declaracio- 
nes' de lesi los Ayuntamlentos respecto de sus 
acuerdos los mismos requisitos que para entablar pleitos exige la 
ley Municipal. 

2 O Acción ypt oraciones para ini. 
ciar por simismas lus ríícursus J I B  uuierse del Fiscal, y forma 
de su interposición 

rt. 23de I 
A n r A  rinr 

la ley de 
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Dispuesto en el ai ncioso-aaministrativo 
que el «Fiscal defenur;ia r;oLiiru y Priidbra a la Administra- 
ci6n y a las Corporaciones que estuvieren bajo su especial insp~c- 
ci6n y tutela mientras estas últimas no designen Leirado que 
las represente y cuando no litiguen contra aquélla o entre sl mis- 
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masr, aparece con toda claridad que las referidas Corporaciones 
para entablar por si, valiéndose de su Abogado y Procurador, el 
recurso ante la jurisdicción contencioso-administrativa, están autori- 
zadas por la disposición legal que acaba de mencionarse. 

Ahora bien, si de tal forma, deduce su demanda alguna de dichas 
Corporaciones, el papel del Fiscal de lo Contencioso. no admite 
duda. 

El Fiscal puede s ~an-  
te de nadie. 

Es él, el genuino representante de la Administraci6n, y ni la ley 
autoriza a que actúe coadyuvando a ningún demandante, ni tal papel 
secundario puede cuadrarle. Por ello, cuando la demanda se haya 
formulado por el Procurador y el Letrado de la Corporación intere- 
sada, el Fiscal de lo Contencioso debe abstenerse, haciendo uso del 
derecho concedido en el segundo parrafo del art. 24 de la ley de 
22 de 1894. 

mal 
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del Tribi 
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a ella, y no a los Fiscales de los Tribunales provinciales, pero no lo 
es menos que I i  especialidad de los casos que nos ocupan mueven a 
conceder a dichos Fiscales, aunque sólo concretamente para aqué- 
llos, la referida autorización. 

Consulta también V. S. si podrá esa Fiscalía, en los casos en que 



-, la red, 
personal 
rs de lo 

3 .  . 

ola los o la encomienden las Corporac emitiéndl portunos an- 
tecedentes- a 'acción y presentación de la demanda, negarse a 
ello bajo su responsabilidad; y es evidente que, concedida 
a los Fiscalc Contencioso por el art. 50 del Reglamento de 
procedimiento en materia municipal la facultad de allanarse a las de- 
mandas bajo la expresada responsabilidad, han de tener tambien los 
mencionados Fiscales por aplicación, no por extensiva menos racio- 
nal e inexcusable de tal disposici6n legal, la facultad de negarse a 
formular demandas que estimen contrarias a la ley, pero cuidando en 
tal caso de comunicarlo a la Corporaci6n interesada con el tiempo 
necesario, para que ésta, si lo estimare oportuno, pueda encargar a 
su Letrado y Procurador formulen dicha demai 

De conformidad con lo que indica V. S., :alía 
que, teniendo las Corporaciones provinciales o municipales a su dis- 
posición el expediente administrativo en el que ha recaído la decla- 
ración de ser lesivo un acuerdo, es de aplicación también a ellas el 
precepto del art. 41 de la ley de lo Contencioso-administrativo, y 
que, por tanto, han de presentar desde luego la demanda, acompa- 
ñando a ella, además de su copia, el expediente gubernativo en que 
hubiere recafdo la resolución impugnada, siendo, en su consecuen 
cie, procedimiento erróneo, por no ser el legal, el de presentar tales 
Corporaciones escrito de interposición del recurso; que huelga en 
estos casos en el que no ha de reclamarse el expediente para poner- 
lo de manifiesto al recurrente. 

3." Plazo de interposicidn de recursos contra acuerdos 
declarados lesiuos por la Adrninistracidn provincial y muni- 
cipal. 

Esta cuesti6n si parece ofrecer alguna duda: pero teniendo en 
cuenta que el párrafo último del art. 7." de la ley de lo Contencioso- 
administrativo establece que el aplazo para que la Administración, 
en cualquiera de sus grados, utilice el recurso contencioso-admi- 
nistrativo, sera el de tres meses, contados desde el dia siguiente al 
en que, por quien proceda, se declare lesiva para los intereses de 
aquélla la resolución impugnada., y que el art. 15 del Reglamento 
declara a los Ayuntamientos y Diputaciones provinciales compren- 
didos en los grados de la Administración, a que se refiere el último 
párrafo del artículo de la ley antes citado, aparece con claridad que, 
respecto de los recursos en via contencioso-administrativa contra 
acuerdos declarados lesivos existen estas especiales disposiciones, 
y que por ello, pata suponer que habían sido modificadas por la le- 



.iza a las 
:ses pued 
.nnmc...+n 

ficado pa 10 legal 

n-n -... 

gislaci6n posterior, esto es, por las variaciones introducidas en lo 
Contencioso-administrativo por la legislación municipal, se precisa- 
ba una referencia especia1.a tales recursos en dicha legislación pos- 
terior, ya que lo dispuesto en el art. 38 del Reglamento de procedi- 
miento en materia municipal, que se reduce a un mes el plazo para 
interponer el recurso contencioso-administrativo contra resoluciones 
djctadas al amparo del Estatuto y sus Reglamentos, por no referirse 
para nada a los interpuestos contra acuerdos declarados lesivos, no 
puede entenderse haya modi ra estos el térinit para 
promover el recurso. 

Así lo confirma el Real dacre~u ua 12 de Junio de l a m ,  que au- 
toi Corporaciones.niunicipales para que en el plazo de seis 
m€ lan declarar lesivos, al solo efecto de recurrirlos conten- 
c ~ G ~ ~ ~ ~ ~ ~ ~ ~ ~ ~ ,  los acuerdos adoptados por las mismas a partir del 13 
de Septiembre de 1923, y que por razón del tiernpo no estuvieran 
comprendidos dentro del plazo que señala el art. T." de la ley de 
22 de Junio de 1894, porque de haberse estimado que el término para 
formular la correspondiente demanda en los pleitos contra acuerdos 
lesivos, que fueron adoptados al amparo del Estatuto municipal o de 
sus Reglamentos, eran no el de tres meses, establecido en el artícu- 
lo 7 . O ,  que acaba de mencionarse, sino el de un mes, fijado en el ar- 
ticulo 38 del Reglamento de procedimiento en materia municipal, se 
hubiera hecho especial mención del Real decreto que nos ocupa de la 
disposición legal del referido Reglamento, y es visto que en aquel 
Real decreto s610 se mencionan-así en su parte dispositiva como en 
su presmbulo-, los términos del art. 7 . O  de la ley de lo Contencio- 
so-administrativo. 
, Y si se fija la atenci6n en la gran diferencia, en cuanto al núme 
ro de asuntos, que existe entre los que puedan afectar a un particu- 
lar y los que provenientes de varias Corporaciones municipales o 
provinciales, en un mismo periodo de tiempo, puedan ser encomen- 
dados a un solo Fiscal de lo Contencioso para entablar los corres- 
pondientes recursos como consecuencias de declaraciones de lesión, 
s e  aprecia el fundamento de ser sólo de un mes el plazo fijado en el 
Reglamento de procedimiento municipal para los particulares, y, en 
cambio, seguir siendo de tres meses el de las Corporaciones men- 
cionadas para promover sus recursos contra sus propios acuerdos, 
aunque éstos fueran adoptados al amparo de sus Estatutos respecti- 
vos, porque el particular rara vez tendrá en una misma época más de 
u1 I que interponer, y, en cambio, los Fiscales provinciales de 



lo Contencioso pueden tener al mismo tiempo que estudiar y prepa- -, 

rar para su interposición varios-en ocasiones, como sucede en la 
actualidad, muchos-, recursos, a consecuencia de la declaración de 

' lesivos, hecha respecto de sus resoluciones por los Aylintamientos 
y Diputaciones de su provincia. lo que da lugar a que el plazo de un 
mes sea suficiente para el particulat, y resultara no ya corto, sino en 
absoluto insuficiente para el Fiscal, si se pretendiera-sin base legal 
bastante en que apoyar tal opinión-, sostener que era ese de un 
mes sefialado en el Reglamento municipal tantas veces mencionado 
el aplicable también a los recursos deducidos por el representante 
de la Administración. 

Es, pues, en resumen, de opinión esta Fiscalía del Tribunal Su 
premo 'respecto de este último punto, que es el de tres meses,' en 
todo caso, el plazo que tienen las Corporaciones citadas para inter-. 
poner el recurso contencioso~administrativo, como consecuencia de 
haber declarado lesivo a slís intereses alguno de sus propios 
acuerdos. 

Lo que se hace público en la Gaceta de Madrid para conoci- 
miento de los Fiscales de los Tribunales provinciales de lo Conten 
cioso administrativo, los que deberen atenerse a las instrucciones 
contenidas en esta Circular y acusar inmediato recibo de ella a esta 
Fiscalia del Tribunal Suprema. 

Madrid, 27 de Enero de 1931. 

Señor Fiscal de la Audiencia de ... 



' C I R C U L A  

acerca de  la actuación del Ministerio Fiscal en los delitos de  

Por Real decreto ae 31 de Enero último publicado en la Gaceta 
de Madrid de 8 del corriente, han sido restablecidas en todas las 
provincias del Reino, mientras dure el periodo electoral, las garan- 
tfas establecidas en el art. 13 de la Constitución de la Monarquía, 
y, por tanto, ha entrado en todo su vigor la ley de Policia de I m -  
prenta, quedando suprimida la previa censura. 

Ante esa situación juridica clara es la misión de nuestro Minis- 
terio, y conocido el celo y competencia de los funcionarios que lo 
componen, holgarfan toda clase de instrucciones, pero las crlticas 
circunstancias actuales obligan a calia a hi j 

observaciones: 
Preciso es mantener en su máxima amplitud el respeto a la libre 

emisión del pensamiento por medio de la Imprenta, y autorizar toda 
clase de propaeanda licita, tan necesaria y conveniente en vlspera 
de consulta al Cuerpo electoral, pero también es deber elemental - de nuestro Ministerio, correlativo a ese amplio concepto de liber. 
tad, velar por la más rápida represión de los delitos que al amparo 
de ella puedan perpetrarse y procurar evitar con toda diligencia su 
difusión mediante la circulación de u hojas sueltas. 

Para conseguir lo indicado, debe V. S. ponerse inmediatamente 
de acuerdo con la autoridad gubernativa, a fin de que llegue a su 
poder lo más rápidamente posible uno de los ejemplares que deben 
presentarse en el Gobierno civil en el acto de la poblicación de los 
oeriódicos, hojas sueltas o carteles, y en el caso de que en ellos se 
perpetrara un delito, ejercitar de modo inmediato la acci6n penal co 
rrespondiente, pidiendo la recogida de los ejemplares de la publi 
cación y demás diligencias consiguientes, incluso la aplicación, 
cuando proceda, de las medidas de seguridad a que alude el articu 



lo 93 del Código penal, sin necesidad de consulta previa a esta 
Fiscalía, si bien dándole cuenta de haberlo solicitado. 

Procurando el más estricto cumplimiento de lo antes prevenido, 
sirvase acusar recibo de esta Circular tan pronto obre en su poder. 

Dios guarde a V. S. muchos años. 
Madrid, 9 de Febrero de 1931. 

Señor Fiscal de la Audiencia dé.. . 



C I R C U L ' A R  

dictando reglas para la aplicacidn del Decreto d e  15 de Abril 
derogatorio del Cddigo penal de 1928 

La inteligencia y celo de varios señores Fiscales han encontrado 
duda para la aplicación del Decreto de la Presidencia de la Repú- 
blica de 15 del corriente, y queriendo el Fiscal general que suscri- 
be deferir una parte al honor de la consulta, y de otra establecer 
con generalidad y sin casuísmos las normas de ejecución de ese De- 
creto en forma de que pueda cumplirse con facilidad y prontitud lo 
que el Gobierno ha estatuido, señala como criterio a seguir por 
todos los señores Fiscales lo siguiente: 

Es apotegma de la legislación penal la retroactividad en lo favo- 
rable al reo sancionado en el art. 23 del hoy vigente Código penal 
y a ser su contrario la irretroactividad en lo que le perjudique; por 
lo tanto, cuando se  trate de hechos cometidos con anterioridad al 15 
del corriente, y que a tenor de la titulada legislación penal prece- 
dente fueran constitutivos de falta y ahora lo sean de delito con 
arreglo al Código de 1870, tales como hurtos y estafas superiores 
a 10 pesetas e inferiores a 100, daños de mis de 50 y menos de 200. 
pesetas, y lesiones hasta veinte dias, se reputarán falta, puesto que 
la calificación de delito atribuiría a tales hechos una condición y 
penalidad distinta y más grave a la establecida en el momento de su 
perpetración, y ello no es posible a tenor del claro precepto del ar. 
ticulo 22 de nuestro Código penal. 

En los casos en que el delito en trámite de ser calificado provi 
sionalmente tuviera con arreglo al CóGgo de 1870 penalidad más 
grave o pena conjunta que la aumente, que la que le estaría asigna- 
da en el anulado de 1928, se hará la calificación con rigor estricto 
al Código hoy vigente solicitando respecto de la pena el indulto en 
lo que exceda de la que hubiere correspondido aplicando.el Código 



anulado, y Bste mismo se hará si el trámite legal fuera el de califi- 
caci6n definitiva en el acto del juicio. 

IdBntico criterio habrán de aplicar los SI rpresentantes 
del Miiiisterio Fiscal respecta de los arresto? .arios demul- 
tas e indemnizaciones consecuentes a hech~, ,,,,,,,,es realizados 
bajo la vigencia del nombrado Código de 1928 que obligatoriamen- 
te preceptúa el vigente de 1870, cuidando, si, en tales casos, de 
vigilar meticulosamente las actuaciones de insolvencia del reo a f in  
de evitar en lo posible situ, jidos 
por el delito. 

Sirvase V. S. acusarme reciDo ae ia presente u r c  . 

1931. Madric 
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C U L A R  

aicranao regias para ia apiicacion ae ios Decretos ae anulación 
del Cddigo de  19: los de  A Y 
22 de Abril. 

as siguie 

1 art. 1 .O 

La anulación del llamado Código de la Dictadura. Los 3s 
de amnistfa, indulto y su ampliación a pesar de la ciaridaa de sus 
preceptos pueden, a no dudar, suscitar algdn entorpecimiento en la 
práctica aplicación por los Tribunales de justicia, ganosos por cier- 
to, de ejecutar con rapidez esas disposiciones con que el Gobierno 
de la República se propuso solemnizar la feliz instauración del nue- 
vo régimen y para evitarlo y facilitar la amplia y rhpida aplicación 
de los beneficios otorgados, los señores Fiscales se atendrán a las 
norm ntes: 

ites exprc 
- .  

E del Decr nnistia de 14 de los corrier *m 

sa bien claramente cuáles son los delitos que comprende y su deter- 
minación en esta Circular, sin añadir expresión al concepto, ofende- 
ría la cultura de los señores Fiscales, a quienes va dirigida; pues 
bien, en todas las causas y procesos incoados por delitos de esta cla- 
se, el Ministerio Fiscal desistirá de la acción penal ejecutada, sea 
cual fuere el trámite en que se encuentre y si fuese en el de vista 
previa, solicitará del Tribunal el sobreseimiento libre que deberá 
acordarse seguidamente, si se hubiera dictado sentencia, solicitará 
la inmediata aplicación de la amnistía a los penados con la cancela- 
ción de las notas en los libros y registros correspondientes, incluso 
los de suspensión de la condena. 

En los casos en que por virtud de la anulación del Ordenamien- 
to penal de 1928, los hechos perseguidos como delitos, con anterio- 
ridad al 15 del corriente no tengan tal carácter, ni el de faltas con 
arreglo al vigente de 1870, como la acción penal nace inexcusable- 
mente de la presunta existencia de un delito o falta, a tenor del ar- 
ticulo 100 de la ley de Enjuiciamiento criminal, y son delito o fal- 
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ta las acciones u omisiones voluntarias penadas por la ley según e1 
articulo 1 .O del Código penal, es obvio que cuando el hecho no este 
penado en la ley no es constitutivo de delito, ni falta, ni es, por tan- 
to, viable ni posible el ejercicio de una acción penal falta de su esen- 

al contenido y deberá el Fiscal desistir expresamente de la acci6n 
%al que viniera ejecutando, solicitando si se hallare en trhmite de 
ista previa el sobreseimiento libre del niim. 2.O. del art. 637 de la 

ley procesal crimin 
En la inspecciót o fiscal 1 

.r A-1 bri 

e compef 
....:L...:- , 

-. 
Abril de 

os los . . sumarios que se in,,,., ,", ,,~,,,,, ,,, ,,, , ,,,, ,, ,, ., ,,,isdic- 
ción, velarán por que se decrete la libertad provisional de los proce- 
sados por delitos a los que no deba alcanzar la imposición de pena 
aflictiva y que fuesen cometidos antes del 14 del actual, cumpliendo 
estrictamente de ese modo lo dispuesto en el art. 4.O del Decreto 
del 14 y en el 2.' del de 22 del corriente que excepcionan con ca- 
rácter beneficioso y circunstancial el núm. 2.O del art. 503 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal en gracia sin duda a que quienes son 
presuntos indultables de su pena, de conformidad a los articulos 1.' 
y 2.O de los Decretos del 14 y 22 del corriente, no es justo que se 
les imponga en el sumario y preventivamente una privación de li- 
bertad de que el Gobierno de la República quiso eximirlos total- 
mente. 

Por los medios que la ley pone a su alcance harán los señores 
Fiscales que esos sumarios por delitos cometidos antes del 14 y a 
los que les estC preventivamente asignada una pena correccional, se 
activen y sustancien sin demora hasta su fallo, a fin de que no se 
dilate la aplicación de los beneficios del indulto, concedidos 
en el nSim. 2.' del del 22 del actual en relacIón con el ar- 
tículo 1 .O del del 1 .. 

Los señores Fiscales se servirán anunciar a esta Fiscalia quedar 
enterados tan pronto reciban la Gacela de Madnd en que esta Cir- 
cular sea publicad2 

a#-.,..: d. 28 de 

G ALARZA 

Señor Fiscal de la Audiencia de 
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fue habrhn de atenerse los Fiscri. 
!nciones para garantir la pureza 

del sufragio en las elecciones para la Asamblea Consti- m 

tu ' L- vente. 

La próxima celebración de las elecciones para la Asamblea 
Constituyente determina un  momento histórico cuya trascendencia 
es innecesario encarecer. La voluntad nacioiial habrá de exteriori- 
zarse solemnemente a fin de estructurar el régimen jurfdico consti- 
tucional que precisa Espafía; y es de desear que todas las operacio- 
nes electorales se desenvuelvan con el máximo de garaiitias legales 
y de conducta que acrisolen un resultado eficazmente represen- 
tativo. 

Si la misión de los Tribunales estriba en hacer efectivas y repa- 
radoras las garantías dadas por la ley en obsequio a los derechos 
privados y públicos sancionados en sus preceptos, véase cómo, al 
tratar del ejercicio por excelencia de la función de sufragio, que' 
contiene el germen de todas las libertades y es el principio del cual 
emanan las conformaciones legislativas que en definitiva determi- 
iian la vida juridica del Estado, hay absoluta necesidad de que la 
exteriorización del voto no se desfigure o fals 
bastardas apetencias en torno a la posesión del P 

El Ministerio público, que por imperativo legal está obligado a 
ejercitar la acción de la justicia, encuanto concierne al interés co- 

' lectivo (art. 763 de la ley Orgánica del Poder judicial), y debe vi- 
gilar por el cumplimiento de las leyes, reglamentos, ordenanzas y 
disposiciones de carácter obligatorio que se refieran a la Adminis- 
tración de Justicia y reclamar su observancia, así como promover la 
formación de causas criminales por delitos y faltas cuando tengan 
conocimiento de su perpetración, si no las hubiesen comenzado de 
ofício aquellos a quienes corresponda; sostener la acción pública; 
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investigar con especial diligencia las detenciones arbitrarias .y ex- 
citar su castigo; inspeccionar los sumarios; intervenir las tramita- 
ciones de los mismos, y cumplir, en fin, las demás obligaciones que 
les impongan las leyes, no ha de ser remiso en celar toda esta acti - 
vidad funcional para que las elecciones en curso se hallen asistidas 
de cuantas garantias judiciarias requiere la regularidad y la efecti 
vidad del sufragio. 

, Los artículos 62 a 74 de la ley Electoral de 8 de Agosto de 1907, 
definen y sancionan las especies típicas de esta clase de delincuen- 
cia, caracterizada por falsedades, corrupciones, fraudes, maquina- 
ciones, infidencias, cohechos, coacciones, etc., incidentes sobre los 
autos preparatorios y operaciones directamente relacionadas con la 
emisión del voto. Es supérfluo el comentario y exégesis de tales 
prevenciones penales, pues que la cultura y el celo de los funciona- 
rios Fiscales avalan la correcta interpretación y aplicación de tan 
interesantes disposiciones. Pero no está de más recordarles que del 
estricto e inexorable cumplimiento de sus deberes, depende en grap 
parte la fiel traducción de la soberanía popular, en cuanto requiere 
para sti encarnación representativa la conciencia de que se harán 
efectivas ante los Tribunales de Justicia las responsabilidades en 
que incurran quienes, de una u otra manera, atenten contra la vo. 
luntad del pueblo. 

Así, pues, tan pronto conozcan, ya de oficio, ya a excitación de 
parte-muy singularmente a mociEn de Autoridades gubernativas- 
de cualquiera transgresión del orden penal electoral, deberán inter. 
poner la correspondiente querella criminal, en la que soliciten, con 
aquella máxima severidad legal exigida por la índole de cada caso 
concreto, los pronunciamientos adecuados respecto a la situacián 
personal de los presuntos culpables. 

Cuando hubieren de intervenir en sumarios incoados de oficio o 
a instancia inmediata de tercero, deberán hacer suya la acción pe- 
nal tan luego que la resultancia procesal proporcione elementos bas- 
tantes de adhesión. 

En lo que sea posible y aun a costa de los mayores desvelos, 
como es tradicional en el meritísimo Cuerpo que integra el Ministe- 
terio público, se inspeccionarán personalmente las actuaciones su- 
mariales en cada Juzgado, destacando para ello los Auxiliares fisca- 
les necesarios, y prácticándola directamente el Fiscal jefe en aque- 
llos casos de notoria gravedad e importancia. Si el apremio de tiem- 
po o la escasez circunstancial de funcionarios no permitiese hacer la 



inspección directfsima, ctiiden de que los testimonios emanados de 
las Autoridades judiciarias, sean tan regulares, explicitos y frecuen- 
tes como reclaman las circunstancias. Asimismo no escatimarán la 
interposición de los recursos procederhes contra las resoluciones ju- 
diciales, siempre que, a serena inteligencia de la ~iscalia, faere me- 
nester, en obsequio a la ley y al interPs sagrado de la causa públi- 
ca, agotar estos medios de salvaguardia procesal. 

Se pondrá especial cuidado en promover las acciones pertinentes 
siempre que se atentare contra el Gobierno provisional de la Repú- 
blica, o el régimen jurfdico establecido, o contra sus autoridades y 
agentes, ora mediante actos de violencia, ora reticentes e insidio- 
sos, lo mismo si lo fueren de palabra, desde cualquiera clase de tri- 
buna, incluso la confesional, o por escrito, así como en manifesta- 
ciones apologbticas y emblemáticas de regimenes ilegales, cuando se  
tienda, al socaire de tales exhibiciones y'excitaciones, a producir 
subversi6n y desorden de la paz pública y ocasionar menoscabo y 
descrédito a la República. 

La rápida exacción de responsabilidades es presupuesto obligado 
para una positiva eficacia de la justicia y por ello cuidó el legisla- 
dor, no sólo de reducir el trámite sumaria1 a lo indispensable, sino 
también ha previsto en méritos de la economfa procesal, establecer 
el procedimiento expeditivo del titulo 111, libro IV, de la ley de En- 
juiciamiento criminal, sobre el flagrante delito, tan útil como olvida- 
do, y desatendido en los hábitos. judiciarios. Pues bien, se hace 
preciso que el Ministerio fiscal lo promueva y estimule sin vacila- 
ciones y decaimientos, adaptándola ahora, muy sefialadamente, a las 
incidencias electorales de indole represiva. Igualmente, al actuar 
por delitos cometidos por medio de la Imprenta, el grabado u otro 
sistema de publicación, adoptar8n las previsiones m& depuradas y 
constrictivas al objeto de que los Agentes policiales consigan el se- 
cuestro inmediato del cuerpo del delito, antes de su difusión públi- 
ca, a tenor de lo dispuesto en el art. 816 de la ley rituaria. 

De cuantos procedimientos se sigan referentes a la campaiia 
electoral de estos días históricos, asi como de las incidencias proce- 
sales de cada sumario, que notoriamente lo merezcan, los Fiscales 
jefes de cada Audiencia provincial, habrán de dar cuenta, sin dila- 
ción a la Fiscalia general de la República, mediante testimonios ex- 
presivos, que en casos de gravedad y urgencia se producirán tele- 
gr8ficamente. 

Nada hay que recordar respecto al deber de neutralidad en la 



contienda polftica que los funcionarios fiscales se han impuesto 
-cuando del cumplimiento de sus obligaciones se trata-desde que 
e entregaron al servicio de la Patria y de la República. En ellos 
esta depositada la tranquilidad del pueblo y sabran, como siempre, 
hacer honor a la ejecutoria de su titulo. No han menester de conmi- 
naciones, ni siquiera de advertencias. El Fiscal general de la Repú- 
blica confía plenamente en todos. 
. De la presente Circular se serviran acusar recibo en seguida que 
reciban el ejemplar de la Gaceta, do1 

Madrid, 14 de Junio de 1931. 
nde se in 

El Fiscal general de la República, 
JAVIER EL( 

Seaores Fiscales de todas las Audiencias. 

6 



. . 
iscales jurldico-mitltqres, d i c  - &rca d e  1; act&ci6n de  los/-_ 

I 
tando las nornias a que han de  ajustarse' .b . . 

?,>L. , . :.-*..: 
El art. 13 del Decreto del Ministerio de la Guerra, fecha 2 de 

actual, dispone que las Fiscallas jurídico-militares de las regiones y 
distritos dependerán directamente del que suscribe, por lo que creo 
un deber de cortesía dirigirme a V. S., como lo hago, no con el fin 
de dictarle las normas y reglas generales que debe seguir en lo su- 
cesivo, pues éstas han de ser siempre las mismas, o sea, el más es- 
tricto cumplimiento de las leyes y preceptos vigentes, y, dado el 
elevado espiritu del honroso Cuerpo a que V. S. pertenece, tengo la 
seguridad de que lo llevará a cabo en todo momento con el debido 
celo, sino para encarecerle que cualquier duda que pudiera presen- 
társele, tanto en la interpretación como en la aplicación de los indi- 
cados preceptos, deberií V. S. consultármela sin pérdida de tiempo, 
en la misma forma que lo vienen haciendo los Fiscales de la jurisdic- 
cidn ordinaria, o sea, exponiendo los hechos con la debida claridad 
en cada caso concreto, y a continuación su opinión fundamentada 
respecto a la forma en que, a su juicio, debe ser resuelto, y las du- 
das que su estudio le hayan sugerido, esperando para resolver las 
instrucciones que le sean enviadas por esta Fiscalía. 

Procediendo de esta suerte, conseg~iiremos imponer a todas 
nuestras resoluciones la unidad de criterio, que es y debe ser siem 
pre norma obligada del Ministerio Fiscal. 

Madrid, 15 de Junio de 1931. 
JAVIER ELOLA 

:5F ;;>;:.,,f : T i  ;.::!i.,;i:; :.,: !:!. .s.... -:-,9 

Sefior Fiscal de la Audiencia de . . 
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- l - . "  
acerca de  la4 disposiciones legales aplicables en materia 

de  Propiedad. industrial . --- .- 

El debido acatamiento al Decreto del Gobierno provisional de la 
RepSiblica de fecha 15 de Abril último, que dispuso la derogación 
del titulado Código penal de 1928 y de todos los titulados Reales 
decretos-leyes que definían y castigaban delitos, obligó a derogar 
expresamente los artículos 233 al 243, ambos inclusive, del texto 
reformado del Decreto sobre Propiedad industrial de 28 de Julio 
de 1929, tal como se dispuso fuera publicado en 3 de Abril de 1930 
(Gaceta de 7 de Mayo siguiente), y así se hizo por Decreto de 22 
de Mayo de 1931, sustituyéndolos por los artículos 133 al 123, in- 
clusive, de la ley sobre Propiedad industrial de 16 de Mayo de 1902. 

Mantenida, no obstante, por imperativos de reconocido interés 
pUblico la vigencia de todos los demás preceptos del mencionado 
texto refundido de 30 de Abril de 1930, y figurando en ella regula- 
ción de todas las modalidades de la Propiedad industrial, que, como 
los modelos de utilidad, modelos artísticos, nombre comercial, rótulo 
de establecimiento y películas cinematográficas, no aparecían en la 
ley de 1902, pudiera entenderse que la desaparición de los preceptos 
de orden penal antes citados deja sin protección y defensa a los ti- 
tulares de alguna clase de las mencionadas formas de registro, y al 
objeto de evitar dudas y de que no puedan quedar impunes la com- 
petencia ilícita, las usurpaciones, las imitaciones y falsificaciones 
que sobre aquélla pudieran cometerse, habrán de interpretarse los 
preceptos de carhcter penal contenidos en la ley de 16 de Mayo 
de 1902 sobre Propiedad industrial, con amplitud de criterio aplica- 
ble a todas las transgresiones en la referida materia, de modo que la 
enumeración que en ellos se hace de patentes, marcas, modelos, etc., 
no tienen carácter limitativo, pero si puramente enyncia$vo,+y$bar- 
ca, por tanto, a todas y ;cuale~~e~a;deFa'~hddaiiti8&~6$~b~ie- 



dad industrial que puedan registrarse al amparo de lasdisposiciones 
hoy vigentes. 

De la presente Circular sirvanse los señores Fiscales acusar el 
oportuno recibo tan pronto llegue a su poder el ejemplar de la Ga- 
cefa donde se inserta. 

Madrid, 27 de Junio de 1931. 
El Fiscal genera1 de la República, 

JAVIER ELOLA 

Señor Fiscal de la Audiencia de .., , 



acerca de  la superación en el esfuerzo en el 

circunstancias. 
para promover el cumplimiento de  las 

Investido por el Gobierno del alto honor y la grave responsabi- 
lidad del cargo de Fiscal general de la República, en el desempefío 
de cuyas funciones he de suplir con un máximo esfuerzo de volun- 
tad y un arraigado amor a la justicis la deficiencia de otras dotes, 
me es muy grato, al dirigirme hoy a los funcionarios del Ministerio 
Fiscal, reiterarles ante todo el cordial saludo que telegráficamente 
les transmitl en el momento de tomar posesión de este cargo. 

No se inician ahora mis resoluciones con el Cuerpo fiscal, pues, 
aunque de distinto orden de las que al presente nos ligan, las he 
mantenide en la diaria labor de muchos aRos desde mi posición, m6s 
modesta, de Auxiliar de los Tribunales en la Secretaría de Sala de 
una Audiencia territorial. Sé, por ello, bastante de su competencia, 
de su integridad, de su celo en el ejercicio de sus funciones y estoy 
seguro de su leal y valiosa cooperación. 

Innecesario aquí, por tanto, el reconocimiento de sus relevantes 
cualidades y el encarecimiento de la importancia de su misión. Sólo 
quiero hablarle ahora de la necesidad de superación en el esfuerzo 
que exige de nosotros el momento histórico que vivimos. 

Tiempos de lucha son los actuales, porque la Nación se halla en 
un período de transformación, iniciado por el cambio de régimen 
político, que ha de traer consigo una nueva Constitución, nuevas 
leyes, un nuevo ordenamiento de la vida pública. Y mientras lo 
preparan y elaboran los órganos del Poder a quienes tal tarea in- 
cumbe, natural es que las ideas, tendencias y aspiraciones diversas 



choquen entre sf y pugnen por prevalecer, manifest6ndose más o 
menos apasionadamente en la Prensa y en la tribuna. 

Mas no faltan, desgraciadamente, elementos que, ccin manifiesta 
extralimitación de la libertad a todos reconocida, para la propaganda 
de.ideas, pretenden imponerse con el impetu ciego de un extremismo 
fanAtico, cometiendo reprobables y delictivos excesos de palabra y 
de acción, perturbando la,paz pública, y promoviendo serios desór- 
denes que, aunque aisladamente producidos, han alcanzado a veces 
graves proporciones y obligado a la represión por la fuerza. Y si el 
ejercicio inevitable de ésta, es misión inmediata de las autoridades 
del orden gubernativo, a,las del ,orden judicial incumbe, antes y 
después, la misión de perseguir, juzgar y sancionar los delitos co- 
metidos; siendo, por tanto, evidente el deber del Ministerio Fiscal 
de proceder con la mayor diligencia y eficacia en tales casos a la 
promoción de las acciones correspondientes y la diligente inspec- 
ción de los sumarios que con tal motivo se incoen. 

Recientes disposiciones han venido, además, a ampliar el campo 
de acción de los Tribunales. El Gobierno provisional de la Repúbli- 
ca, respondiendo al significado de libertad y justicia del nuevo ré- 
gimen, derogó por el Decreto de 17 de Abril del corriente año, la 
ley de 23 de Marzo de 1906 denominada de Jurisdicciones y redujo 
a sus naturales limites por el Decreto de 11 de Mayo la jurisdicción 
de los Tribunales de Guerra. y Marina, circunscribi6ndola a los 
delitos esencialmente militares propios de su competencia por razón 
do la materia. 

Reintegradas de esta suerte a la jurisdicción ordinaria atribucio. 
nes que legitimamente le corresponden y que fueron sustraídas a 
sw conocimiento por temores que sólo tienen explicación histórica 
en el ambiente en que se originaron, queda ahora plenamente con- 
fiada a los Tribunales de justicia la salvaguardia de los intereses 
que con las leyes de excepción derogadas se trata de defender. 

Las precedentes consideraciones están al alcance de todos, y 
desde luego, seguramente, en el Animo de los señores Fiscales. 

Tenia yo, sin embargo, el deber de exponerlas aquí sucintamen 
te  como base de la excitación que por la presente Circular les dirijo; 
pues de ellas se deduce claramente la necesidad que al principio in- 
dicaba de superación en el esfuerzo para promover la acción de la 
justicia y vigilar el cumplimiento de las leyes con un grave sentido 
de nuestra responsabilidad. 

Asi lo espero confiadamente del sereno y elevado.espiritu de 



justicia y del celo y diligencia de todos los funcionarios del Minis- 
terio Fiscal. 

De  la presente Circular se servirán los seiiores Fiscales comuni- 
carme haber quedado enterados al recibir el número de la Gaceta 
en que se publique. 

Madrid, 11 de Agosto de 1931. .~ . 
JüsE FRANCHY 

Seiior Fiscal de la Audiencia de. .. . ? .  



C I R C U L A R  

acerca de  que se examine diaria y escrupulosamente la Pren- 
sa, para perseguir los delitos que por su  medio se 
cometer. 

Estando reiteradamente ordenado por esta Fiscalía que por las 
de las Audiencias respectivas se examine escrupulosa y diariamen- 
te la Prensa local, y en los casos en que por dicho medio de publica- 
ción se cometa alguna de las figuras de delito o falta taxativamente 
enumeradas en el Codigo penal vigente, procedan a ejercitar las 
acciones propias de nuestro Ministerio, contra el autor o autores de 
los mismos, encarezco a V. 1. la conveniencia de que tal servicio se 
lleve a cabo con el mayor celo y diligencia, con el fin de evitar la 
impunidad en la comisión de dichas transgresiones legales. 

A tal fin, deberá V. 1. reclamar del Sr. Gobernador civil el envio 
de los correspondientes números de los periódicos que se publiquen 
en esa provincia, y designar a uno de los funcionarios a sus órde- 
nes para que se encargue de la referida.misión. 

Madrid, 28 de Agosto de 1931. 
JosÉ FRANCHY 

.-- . 
Señor Fiscal de la Audiencia de:;: " ''. ' ' . .- ., . 



APBNDICE CUARTO 

Estadistica 



Estado n6.m. 1. 

Alba 

B q  

F I S C A L I A  G E N E R A L  DE LA K E P Ú E I ~ I C A  

Causas pendientes e n  las  Audiencias y Juzgados de  Su circunscripción e n  r . O  de Enero de 1930, incoadas desde esta fecha hasra 31 de Diciembre de 1930 

y en trarnitacidn el 1.O de Enero de 1931, clasificadas por Audiencias 

Alic; 

Alm 



Estado nbm. .P. 

FISCALIA GENERAL DE LA REPU~BLICA 
Causas incoadas desde I.O de Enero hasta 31 de Diciembre de 1930 en los Juzgados de  Instruccidn conespondienles a la circunscripcidn de cada una d e  las Audiencias provincia le^, clasificadas por la naturaleza de los hechos 

I 
l C A U S A S  a o S 

? I -------- 

Delitos contra l a  seguridad exterior 
del Estado 1 

Contra la Patria .............................. 
Contra la paz e independencia del Estado.. ... 
Contra el derecho de gentes. ................. 
Delitos de pirateria y an8logos. ............. 

Delitos contra los Poderes piiblícos 
y contra la Constitucibn 

contra íos Poderes del.Estado.. .............. 
Cometidos por los particulares con ocasión de 

los deberes y derechos reconocidos por la .............................. Constitución. 
Cometidos por los funcionarios púb!icos contra 

el ejercicio de los derechos constitucionales. 
Contra la Religión del Estado.. ............... 
Contra la tolerancia religiosa.. .............. 
Violación de sepulcros o sepulturas.. ......... 

Delitos contra el  orden público 1 
Rebc 
Des¿ 
Ater 

di611 y sedición.. ........................ 
irdenes pdblicos.. ....................... 
itado. resistencia v desobediencia graves. 27 

Desacatos, injuria y amenazas a las Autorida- .................................. des. etc. .) 36 1 88 1 5 1 15 

Falsedades 1 1 1 1  
Falsificación de la firma o estampilla Real y 

firma de Rlinistros, sellos y marcas.. ....... 
Falsificación de moneda, billetes de Banco y 

documentos de crédito.. .................. 
Falsedades en documentos públicos S privados. 1 - - 
Otras falsedades. ... .: ...................... 
De la ocultación fraudulenta de bienes o de 

industria. falso testimonio, acusación y de- ......................... nuncia falsas 
De la usurpación de funciones, calidad y títu. 

los y uso indebido de nombres, trajes, insig- 
nias v condecoraciones .................. 
Delitos cometidoa por los fandonarlos 

públicos en el  ejercicio de sus cargos 1 1 1 / 
- 

Prevaricación.. ......... ... .................. ............................ Cohecho 
Malversación de caudales públicos.. . . . . . . .  
Infidelidad en la custodia de presos, documen 

tos, violación de secretos, desobediencia y 
denegación de auxilio, infracciones de !os 
deberes del cargo,an~icipaci6n,prolongaci6n 
y abandono de funciones públicas, usurpa- 
ción de atribuciones y abusos contra la ho ............................. nestidad 

I Delitos análogos a los anteriores 
cometidos por particulares 

DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACL~N DE JUSTICIA 

Evasión de presos, desórdenes en las prisiones 
y quebrantamiento de condena... ........... ........................... Encubrimiento. ....................................... .Otros 

Delitos contra la  vida, l a  integridad corporal 
y l a  salud de las personas 

Pnrvicidios 
Consumados. ................................. 
No consumados. .............................. 

Asesinatos y Jzomicidios 
................................ Consumados.. ............................. '! No consumados.. 

i Auxilio o inducción para el suicidio.. ........ ............................... ! Infanticidios .................................... Abortos.. ............................ Lesiones graves.. ...................... 1 Lesiones menos graves 
Delitos de duelo .............................. 
Delitos de disparo de arma de fuego sin causal 

lesión.. ................................... 
Tenencia ilfcita de armas de fuego.. ......... 

11 Otros delitos contra la vida o la salud... ..... 
Delitos contra l a  salud pública 

.... Inhumaciones v exhumaciones ilegales.. 
Prooarraci6n de eoidcmias v rie'eo para 1: 

L. - .  
salud púhlica.. .: .......................... 

Adulteración de artículos alimenticios y far ................................ macéuticos.. 
Elaboración y comercio ilegales de productor 

químicos y drogas tóxicas .................. 
Delitos contra la  seguridad colectiva 1 

Estragos y delitos atices cometidos maliciosa- 
mente. .................................... 

Incrndio.. .................................. 
Uelitos contra los medios de comunicación.. .. i 

Delitos contrn la  honestidad 1 
Violación y abusos deshonestos. . . . . . . . . . .  380 92 14 
inccsto y estupro.. ......................... 151 77 1 ........... Delitos relativos a la prostitución.. 259 25 4 
Rapto.. ...................................... 56 71 7 
Escsndalo pdblico.. .......................... ?! 2' 3 
Adulterio v ainan~.ebamiento.. .............. 
1)elitos coi~tra cl honnr .................. 
Delitos contra cl estado civil de las personas.. I w 

1 Delitos contra l a  libertad y segtiridnd 
individunles 1 

/ ~ e t e n c i o n e s  ilegales.. ....... ........ .. s........ 

i 
Allanamiento de morada.. ......... ..... Amenazas y coacciones. 
Descubrimiento y revelación de secretos.. .... 

II Delitos contra l a  propiedad 
R O B O S  1 

1 Con violencia o irtti~~ziducidn ert las pevsonns 
Con homicidio.. .............................. 
Con violaci6n, mutilación, etc. ocon retención 

de personas.. ............................... 
Otros ....... ; ................................ 

II ................. 
Confuevza ert lns cosns 

Por valor mayor de 25.000 pts 
Por valor d e  mas de 10.007 y menos de 25000 ............................. 
Por valor de más de 1.000 y menos de 10 000 
Por valor de más de 200 v menos de 1.000 .. ......... Por valor de m8s de 25 fmenos de 200 pts:. 
Por valor que no exceda de 25 pts.. l 

.............. Por valor mayor de 25 000 pts.. 
Por valor mayor de 10.000 y menor de 25.000 

ptas.. ...................................... 
Por valor mayor de 1.000 y menor de 10.000 pts. 
Por valor mayor de 100 y menor de 1.000 pts.. ................. Por valor menor de 100 pts. 1 

U S U R P A C I O N E S  1 
Con violencia o intirnidaci6n en las personas. 
Otros delitos de usurpación.. ................. 

Alzamientos, quiebras, suspensión de pagos e ...................... insolvencia punibles. ................... Chantaje y otros engaflos.. 
Maquinaciones para alterar el precio de las 

cosas ....................................... 
Usura.. .................................... ......................... Juegos prohibidos. 
Daños.. ..................................... 

li Delitos contra los menores 1 
1 Contra la salud de los menores. I .............. 
1 Abandono de menores.. ..................... 

Sustracción de menores.. ..................... 
1 Contra la honestidad y moralidad de los me nores .S................................... 

....................................... Contra la propiedad en relación con los me- 
nores 

l! Delitos cometidos por imprevisibn, 
imprudencia o impericia 1 

............... 11 Delitos afines a los estragos,.. 1 
Hoinicidios l i i i i i t  

Ocasionados mediante vehículos de motor me- 
cánico .................................. 79 135 14 33 

Ocasionados mrdiante arma de luego ...... 21 3 3 3 
[I Ocasionados mediante otras causas.. ....... 13 81 2 1 1 » 1' 

2 :  Lesiones gvnvec I 
i! Ocasionadas mediante vehiculos de motor me 1 c~nico. .  ................................... 11 Ocasionadas mediante armas de fuego ........ ......... i' Ocasionadas mediante otras causas.. 

Lesiones menos gvnves 
vehículos de motor me' .................................... ..... mediante armas de fuego.. 
otras causas .......... ............................... ...... Otros delitos. 

I.)~litos comprendidos en la ley de caza 
en la ley de emigraciún. 

Delitos comprendidos enotrns leyesespecialrs. 

Sumarios incoados por hechos que resaltaron 
evidentemente no punibles 

Por s rticidio 1 1 
Cofisumado. ........,....................... 33 
No consumado. ............................. 10 
por muerte violenta fortuita.. ............... 38 
Por lrciones casuales.. ...................... 120 
Por muertes sospechosas que resultaron ser 

naturales.. .............................. 77 
Por otros hechos .............................. a 

1- TOTAL ........../ 9.723 



Estado nfim. 3. 

FISCALIA GENERAL DE LA REPÚBLICA 

Cnilsas pendierites en las Fiscelías de las Audiencias en 1.' de Enero de 1930, ingresadas desde esta fecha hasta 31 dc Diciem- 

bre de 1930 y pendientes de despacho en las mismas en 1.O de Enero de 1931 





Ksfxdo núm. 5. 

FISCALÍA GENERAL DE LA REPUBLICA 



RECUA4 E:N do 10s asiiritos sin distinción t le  procodimisritos. dosp;ictIi:itlos por las Fiscalías de  las Audiencias desde l." de Enero 

a 8 de Diciembre dn 19.30 



Estado núm. 7 

FISCALIA GENERAL DE LA REPUBLICA, 

Asuntos civiles tramitados en los Juzgados d e  I." instancia en que ha intervenido eI ministerio Fiscal desde 1 . O  d e  Enero a 

31 d e  Diciembre d e  I 9 3 0  

qaa los h 



Estado núm. 8. 

FISCALIA GENERAL DE LA REPÚBLICA 

Asuntos civiles tramitados en las Aiidiencias territoriales en que ha intervenido 
el Ministerio Fiscal desde l." de Enero hasta 31 de Diciembre de i930 

- - - .  .~ 

! AUDIIINCIAS ' 

TERRITORIALES pcicncias 

1-- - - 

......... Madrid 1 S1 . Barcelona . . . . . .  41 
Albncete. ....... 13 , Burgos.. ......... 21 

, Cáceres. ......... 6 
Coruila.. ........ .; 33 

....... Granada 1 S  as Palmas ....... i u 

Oviedo ......... .l  -i 
N Palma ............ E 

. . . . .  3 ' Pamplona. 
N Sevilla.. . . . . . . . .  2.1 ' 

....... ; Valencia. 3h 

41 2 1  w 13 
-- 

379 216 377 a75 
l L ... -- .- 

- - - - - - - 

JORISDICCIÓN COKTRNClOSA - -  
- -- .. - -- 

JURISTIICCI~N VOliiNTARlA - -- 
Con ~ ~ 1 3 -  / Con rela- 

i:!dn a las ci6n a la': 
personas 1 cosas 
- - 

2 

3 

9 , ) )  

9 IP 

> I D  
3 ,  a 

)) 1 
1 5 

37 23 

Con rela. 
c16n a las 

Son rela- 
cibn a las 

p i n o n m  , ros i s  

I 

32 29 
4 I R  

113 
1 ' 6  

3 3 
. 5 , 37 

» ' 
• » 
n 7 
3 ' n 
1 ' I> 

5 :  1 
3 S 

22 9 

....... .- .- . 

FUICIONIRIOS Q1R 1 0 s  HAN DBSPACRADO 
_ c _  TOTAL 

Fiscal 
fiscal fiscales 1 despachados ! 

- - - - - - 

)) , w 295 i >) 

5 8  7 B 

113 13 
5 25 ti 1 

>> 9 -4 t 

24 70 12 1 
» i 10 1'2 
» z  > > 

4 13 3 .  3 

1 » 8 2 n 

6 1 S >) 

?O 1 TI 

- 

3 5  ' 
65 

1% 
37 
13 

i r 6  ; 
22 ; 
S 

30 
3 - 
I 

3 1 
8 9 1 Tj 

147 , 7 1 0 153 



Estado núm. 8 

FISCALIA GENERAL DE LA REPOBLICA 

R E C U R S O S  DE C A S A C I ~ N  por infr-acción de l e y  y por q~rebrantamiento de forma en materia criminal, terminados por sentencia 

desde 1." d e  Enero a 31 d e  Diciembre de 1930 Con expresión de los que durante igual 

periodo de tiempo, el Eiscal Preparo por infracción de l ey  e interpuso por quebranfamienfo de  forma 





NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

N Consultas a los efectos del art. 644 de la Ley de Enjuiciamiento criminal.. . ' Causas en que sc han dado instr~~cciones a los Fiscales de las Audiencias. 

1 Causas reclamadas a los efectos del art. 838, n6in. 15, de  la T,ey OrgBnica cl 

Poder Judici:il.. ......................................................... 
... ................ .............. Entrada .l. 

~Conluriicnciones registradas.. 
....................... Salida 

................................................................. Denuncias 

Consultas de los Fiscales.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
untas celebradas con los seaores Tenientes y Abogados fiscales del Tribun 

- -  -- -- 
Estado nknl u. 

FISCALÍA wdNERAL DE LA REPÚBLICA 
- 
- - 

- -- 
- - -- 

RESUMEN de los asuntos gubernativos en que ha intervenido la Fiscalía 

desde 1.' de Enero n 31 de Diciembre de 1930 





A ~ e ~ o i c e  PRIMeRo . -Memorlas de los Fiscates de [as Audlenclas . 3 
Resumen de las Memorias de los sefíores Fiscales de todas las 

Audiencias del territorio nacional. elevadas a esta Fiscalia en 

I cumplimiento de los preceptos correspondientes del Estatuto 
................... del Ministerio Fiscal y de su Reglamento 5 

Funcionamiento de las Audiencias ........................... 6 
Funcionamiento de los Juzgados de instrucci6n y primera instan- 

....................... cia y de los Tribunales industriales 6 
.................. Funcionamiento de los Juzgados municipales 7 

.................................... Tribunales para menores 7 
Organización de los servicios de la Fiscalia y su participación 

en ellos de los funcionarios .............................. 8 ' 1 Asuntos que por su gravedad. dificultad o fndele dudosa hayan 
1 ........................... sido objeto de mayor estudio 8 

................ Frecuencia. aumento y disminución de delitos 9 
Inspección de los sumarios ................................... 10 
Retiradas de acusacion ................................... 10 1 Conformidades o disconformidades de las sentencias con la cali- 

ficación fiscal .......................................... 10 
Condena condicional ....................................... 11 
Visitas a los establecimientos penitenciarios ................... 11 
Reformas en la legislacion .................................. 12 

I A P ~ N D : ~  seaumo.-Memoria de los Fiscales de los Tribunales 
provinciales de lo Contencioso.administratiuo ............... 17 

Alava ..................................................... 17 
.................................................... Albacete 17 

Alicante ...................... .: ......................... 17 
Almeria ................................................... 18 



Avila ....................................................... 18 
.................................................. Badajoz 19 

Barcelona .................................................. 20 
.. .................................................... 1 Burgos . . 20 

.................................................... Cáceres 20 
.................................................... 1 Cddiz. 21 

................................................... Castellón 21 . ............................................. 
l 

Ciudad Real 21' 
.................................................. C6rdoba 22 
................................................. I La Coruña 22 
.................................................. ( Cuenca .. i 23 

................................................... , Gerona 24 . .  
Granada ................................................... 24 

............................................... 
/ /  .............................................. 

Guadalajara 25 
Guipúzcoa 25 

................................................ .. 1 Huelva .. 26 
.................................................... Huesca 26 

' Jaén ...................................................... 27 
........................... 1 León ..................... ... 27 

...................................................... Lérida 28 
.................................................. Logrofio 28 . 1 

...................................................... Lugo 29 
................................................... Málaga 30 . 
..................................................... , Murcia 30 
.................................................... Navarra 30 . 
..................................................... Orense 31 ..................................................... , Oviedo 32 
.................................................... Palencia 32 ...................................................... Palma 33 

Pontevedra ................................................. 33 
Salamanca ................................................. 34 . S .  

.................................................... Tenerife.. 34- 
Santander .................................................. 35 .. 

Segovia .. ..................... : ......... : ...............A. 35 
................................................... Sevilla 36 

Soria ...................................................... 36 
................................................ . Tarragona 36 . 

..................................................... Teruel 37 .. 



B ~ P P .  -- 
<- - 

-Toledo .................................................. 37 
Valencia.. ............................................... 38 

O Valladolid.. .............................................. 3 . 
,,/ 

................................................... 1 "' Vizcaya.. 39 
', Zamora ................................................... 39 

, Zara~oza.:. ............................................... 40 . j' j _,APENOIC~  enc ceno.-Circulares.. ........................... 43 - Circular dando instrucciones acerca de la actuación del Ministe- 
rio Fiscal al ser levantada la previa censura, para la persecii- 

.... ción de los delitos cometidos por medio de laimprenta.. 45 
Circular acerca del cumplimiento del acuerdo de la Cámara OFi- 

............. cial del Libro por la venta de obras obscenas.. 49 
Circular resolviendo con carhcter general la consulta de un Fis- 

cal provincial de lo contencioso, referente a la actuación del 
representante de la Administración, en lo< pleitos que sean 
consecuencia de declaración de lesivos a Corporaciones pro- 

... vinciales o municipales, alguno de sus propios acuerdos.. 51 
Circular acerca de la actuacicin del Ministerio Fiscal en los deli- 

tos de imprenta.. ......................................... 56 
Circular dictando reglas para la aplicación del Decreto de 15 de 

............... Abril derogatorio del Código penal de 1928.. 58 
Circular dictando reglas para la aplicación de los Decretos de 

anulación del Código de 1028 y de los de Amnistfa e indulto 
de 14 y 22 de Abril.. ..................................... 80 

Circular dictando las instrucciones a que habrán de atenerse los 
Fiscales en orden a sus intervenciones para garantir la pure- 
za del sufragio en las elecciones para la Asamblea Constitu- 
yente .................................................... 62 

Circular acerca de la actuación de los Fiscales juridico-milita- ........... res, dictando las normas a que han de ajustarse. 66 
Circular acerca de las disposiciones legales aplicables en materia 

de Propiedad industrial.. ................................. 67 
Circular acerca de la superación en el esfuerzo en el Ministerio 

Fiscal para promover el cumplimiento de las leyes en las ac- 
tuales circunstancias.. ................................... 69 

Circular acerca de que se examine diaria y escrupulosamente la 
Prensa, para perseguir los delitos que por su medio se pue- 
dan cometer.. ........................................... 72 -- -- -. ............................... . A P E N D I ~ ~ C Ü A R T O . - E S ~ ~ ~ ~ S ~ ~ C ~  93 


